



EFECTOS SOCIO-JURÍDICOS GENERADOS POR LA AUSENCIA DE REVISIÓN DE LA 
CORTE CONSTITUCIONAL EN LOS FALLOS EMITIDOS POR LA JURISDICCIÓN 
CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA:    CASO ACCIONES POPULARES, COMUNA SAN 




Sindy González Arias, Evelyn Payanene Torres  
 
 






En el presente artículo se presentarán algunas consideraciones, reflexiones, aportes y 
cuestionamientos críticos sobre los efectos socio-jurídicos que surgen con ocasión a la ausencia 
de revisión por parte de la Corte Constitucional en los fallos emitidos por la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa, consecuencia de las acciones populares derivadas de la expropiación 
en la Comuna San José de la Ciudad de Manizales durante el 2012- 2018. 
En la primera parte del artículo se propondrá una reseña respecto la naturaleza, ámbito de 
aplicación, competencia, normatividad y desarrollo de las acciones populares en Colombia, en el 
capítulo segundo se identificarán las acciones populares instauradas por los habitantes de la 
Comuna San José, se analizarán con el fin de identificar los derechos fundamentales que por 
conexidad con los derechos colectivos invocados allí, posiblemente resultaron vulnerados; y en el 
tercer capítulo se hará un análisis breve, detallado y razonado de los efectos jurídicos y sociales 
nacientes como consecuencia de la ausencia de revisión por parte del Tribunal Constitucional, 
entre ellos, la posible transgresión de derechos y principios constitucionales; lo que en síntesis 
constituye parte y objetivo fundamental del presente trabajo investigativo. 
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Desde el año 1.991, Colombia se consolidó como un Estado Social de Derecho, a partir de 
allí surgen instituciones y mecanismos de carácter jurídico que permiten el acceso a la 
administración de justicia, cuándo por acción u omisión del Estado o particulares se viesen 
afectados los intereses fundamentales, económicos, sociales y culturales o los  derechos colectivos 
y del ambiente de sus habitantes. Estos instrumentos se conocen como “acciones 
constitucionales”, su reglamentación se encuentra en diversas normas del ordenamiento jurídico 
y se materializan a través de corporaciones y funcionarios públicos que cuentan con el poder 
jurisdiccional y/o administrativo para resolver casos bajo su competencia y que versan sobre la 
lesión de postulados constitucionales.  La acción de tutela, el derecho de petición, el habeas 
corpus, el habeas data, la acción de inconstitucionalidad, la acción de cumplimiento, la acción de 
grupo y popular son algunos de los procesos instituidos en el Estado Colombiano. 
 
La acción popular es el medio de control a través del cual los ciudadanos exigen al Estado 
la protección de derechos de tercera generación y su conocimiento pertenece en principio a los 
jueces que integran la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo1. Su regulación se encuentra 
en el artículo 88 Constitucional y su reglamentación en la Ley 472 de 1.998. A diferencia de la 
 
11 La Ley 472 de 1.998 fija en el artículo 16 la competencia para conocer las acciones populares. Conocerán sobre el asunto  en primera instancia 
los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la competencia corresponderá a la sección primera del Tribunal 
Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del Tribunal de Distrito Judicial al que pertenezca el Juez de primera instancia. 
Para efectos del presente artículo de investigación, sólo se tendrán en cuenta las decisiones emitidas por el Tribunal Administrativo de Caldas.  
 
acción de tutela, la acción popular es principal y no residual, ante la amenaza de afectación o 
transgresión de los intereses colectivos, la comunidad o su representante podrá demandar sin 
necesidad de acudir a otras vías judiciales, agotar recursos administrativos o requisitos de 
procedibilidad. Una vez iniciada la demanda, surtido el proceso según las reglas procedimentales 
de la Ley 1437 de 2.011 y del Código General del Proceso, el juez administrativo está en la 
obligación de emitir sentencia de mérito en la cual se exprese de manera cierta, el modo en que 
se resuelve el litigio. El fallo, es susceptible de ser apelado por el demandante para que el superior 
jerárquico de quien emitió la sentencia en primera instancia lo resuelva.  Así las cosas, una vez 
resuelto el proceso en primera instancia o resuelto el recurso y quedando en firme la decisión, la 
sentencia dará tránsito a cosa juzgada ocasionando la imposibilidad de que las partes puedan 
volver a iniciar el proceso bajo las mismas circunstancias fácticas o jurídicas. Ahora, la Ley 1285 de 
2.009 prevé que el Consejo de Estado, máxima autoridad de la Justicia Contenciosa Administrativa 
conozca el recurso extraordinario de revisión, en aras de unificar jurisprudencia.  
 
A la par de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa existe la Jurisdicción Constitucional 
en cabeza de la Corte Constitucional, tribunal encargado de velar por la supremacía de la 
constitución a través del ejercicio de distintas funciones, como el control de constitucionalidad de 
normas, y la revisión de fallos de tutela elegidos según criterios de importancia jurídica y social2.   
 
Entonces, el medio efectivo para la protección de derechos fundamentales es la acción de 
tutela y por consiguiente la acción popular es el mecanismo para la salvaguarda de derechos de 
tercera generación; por tanto, es necesario anotar que por su naturaleza tutelar, el invocado a 
resolver el amparo en única instancia y en sede de impugnación será el juez constitucional y de 
manera excepcional la Corte Constitucional entrará a modificar, revocar o confirmar el fallo 
sustentado por el juez a-quo, con ocasión a la facultad de revisión; paralelamente el juez del 
circuito y el Tribunal Administrativo frente la acción popular y su apelación, y finalmente el Consejo 
de Estado el recurso extraordinario de revisión. Quedando consignado así, la delimitación de 
competencias entre jurisdicciones. 
 
Dicho lo anterior, es necesario precisar una problemática de carácter socio-jurídica 
originada en esta estructura competencial y que para efectos del presente texto resulta 
importante resaltar. Si bien es cierto que el máximo garante de derechos fundamentales en 
nuestro ordenamiento jurídico es la Corte Constitucional y el juez ordinario3 en sede 
constitucional, en ciertos casos precisos y específicos podemos observar una serie de efectos de 
carácter jurídico y social, como la posible vulneración de derechos y principios de carácter 
constitucional, a causa de la ausencia de revisión por parte de dicho Tribunal en algunos fallos 
emitidos por la Jurisdicción Administrativa y que en principio sólo resuelven derechos de tercera 
generación en ejercicio de la acción popular, pero que en ultimas y por conexidad tocan el núcleo 
esencial de derechos con contenido iusfundamental. Para precisar: existen situaciones jurídicas 
en las que se solicita ante las autoridades la protección de derechos colectivos, derechos que en 
 
2 El artículo 241 de la Constitución Política de Colombia (1991), Modificado por Acto Legislativo 2/2015, dispone las funciones de la Corte 
Constitucional. Para efectos del presente trabajo investigativo sólo tendremos en cuenta el numeral 9.  
3 El término juez ordinario no excluye para efectos del presente texto las demás jurisdicciones.  
ultimas y en atención al factor de conexidad, implican una afectación no sólo de derechos de 
tercera generación sino también de derechos fundamentales, qué al ser resueltos por la Justicia 
Contenciosa Administrativa en el trámite de la acción popular, excluye automáticamente al 
Tribunal Constitucional de su observancia, pese a que en el fondo se estén resolviendo derechos 
de carácter fundamental. 
 
El Ministerio de Ambiente, Vivienda, Desarrollo Territorial, y el Municipio de Manizales, 
con el objeto de generar impactos positivos en el sector económico y urbanístico de la ciudad, 
implementaron  el Macro - Proyecto de Interés Social Nacional para el Centro de Occidente de 
Colombia - San José; que pretendía además trasformar la arquitectura del sector,  ofrecer una 
mejor calidad de vida a sus habitantes, quienes históricamente han sido afectados por la pobreza 
extrema. El Macro-proyecto después de 10 años de ejecución arrojó como resultado la 
desintegración social,  la afectación en el acceso a la vivienda digna,  la inseguridad, la insalubridad, 
pública, la contaminación del ambiente, el restringido acceso a los servicios públicos domiciliarios 
y otras afectaciones más;  situación que llevó a la activación de acciones administrativas, entre 
ellas las populares, con el objeto de atajar la masiva afectación de derechos e intereses no solo 
colectivos y del ambiente, sino fundamentales, económicos sociales y culturales.  
 A raíz de ello, nace la necesidad de investigar qué efectos socio-jurídicos surgen con 
ocasión a los fallos de las acciones populares incoadas por los habitantes de la Comuna San José 
de la ciudad de Manizales debido a la expropiación ocurrida en el periodo 2013-2018, y con ello 
analizar las consecuencias originadas por la ausencia de revisión del órgano Constitucional, pues 
teniendo en cuenta que en principio se pretendió sólo la protección de derechos colectivos, por 
la importancia jurídica y social de este fenómeno, se prevé que posiblemente el derecho 
trasciende de lo colectivo a lo individual y con ello la inmersión en la esfera del derecho 
fundamental; situación que como se acaba de decir, por su naturaleza competencial impide la 
eventual revisión del órgano llamado a la protección de los postulados constitucionales 
iusfundamentales. 
 
La importancia jurídica y social de lo anteriormente dicho se sustenta en que gracias a este 
espacio se logrará por lo menos desde un espectro muy general, observar la incidencia del derecho 
sustancial y material en la sociedad, la prevalencia de la realidad y la realización de los fines 
esenciales del Estado sobre lo meramente formal.  Investigar la problemática descrita permite 
visibilizar y analizar por lo menos de manera clara cuáles son las consecuencias de dejar 
desprovisto de revisión un asunto que en principio es colectivo pero que puede tornarse 
fundamental; revisión que según la competencia recae directamente en la Corte Constitucional.  
Esta situación permitirá describir algunos efectos que surgen de un hecho que cobra verdadero 
valor jurídico y social, atendiendo a criterios base en los que el Estado pretende según su 
postulado constitucional cumplir con unos fines específicos, que no son otra cosa que salvaguardar 





MATERIALES Y MÉTODOS 
 
Para detectar los efectos socio-jurídicos nacientes por la ausencia de revisión de la Corte 
Constitucional en los fallos emitidos por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con ocasión al 
ejercicio de la acción popular, es necesario abordar la metodología de investigación desde un 
carácter cualitativo, puesto que:  
 
Puede concebirse como un conjunto de prácticas interpretativas que hacen al mundo 
“visible”, lo transforman y convierten en una serie de representaciones en forma de 
observaciones, anotaciones, grabaciones y documentos, estudia a los objetos y seres vivos 
en sus contextos o ambientes naturales y cotidianidad e intenta encontrar sentido a los 
fenómenos en función de los significados que las personas les otorguen. (Sampieri, R., 
Fernández Collado, C., & Baptista Lucio, P, 2010, p.10) 
 
El fenómeno objeto de estudio  se observará a partir de la práctica de actividades  como el  
análisis  y recolección de datos originados en escritos, artículos científicos, el examen del escenario 
desde el lenguaje escrito, la normatividad, la doctrina, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
el estudio de los casos que desarrollan el conflicto, la observación de la realidad de los afectados 
por la expropiación, y el análisis de las diversas hipótesis que han planteado los órganos 
encargados de dar respuesta a las necesidades  sociales. Con ello, se logrará además de describir, 
detallar y examinar a profundidad desde el contexto normativo y social la problemática planteada.  
La investigación es de tipo socio-jurídica, porque que se centrará en objetos de estudio que 
hacen parte del mundo jurídico; como el contenido de un derecho, sentencias, normas, 
presupuestos procesales, acciones constitucionales y así mismo, el impacto de estos elementos 
en la sociedad, con el fin de analizar concreta y detalladamente la influencia de los “fenómenos 
jurídicos” en la problemática social evidenciada en la comunidad objeto de investigación. Silva 
(2002) define la sociología jurídica como la rama de la sociología que posee un amplio 
conocimiento sobre las instituciones que ejercen un control jurídico y su aplicación, relación e 
impacto con las prácticas o interacciones sociales. 
 Los esfuerzos interpretativos que comprenden el fenómeno de desplazamiento urbano 
asociado a la expropiación, sus causas y consecuencias se deben abordar más allá de los 
contenidos normativos de modo tal, que se entienda que los derechos asociados con los 
desplazados son fenómenos sociales, culturales, ambientales, económicos, políticos y legales. Que 
implican diálogos interdisciplinarios y también un acercamiento con la realidad social. Se tendrán 
en cuenta fuentes secundarias como artículos científicos, revistas, jurisprudencia y doctrina que 
nos permitirán abordar el concepto sobre los derechos colectivos, los cuales se articulan en los ya 
conocidos avances en materia procesal y sustancial. Esta herramienta nos ayudará a desarrollar el 
contenido del objetivo general, los específicos y con ello la siguiente pregunta de investigación: 
¿Qué efectos socio-jurídicos se generan por la ausencia de revisión de la Corte Constitucional en 
las sentencias emitidas por la Justicia Contenciosa Administrativa y derivadas de las acciones 
populares tramitadas por la expropiación dada en la comuna San José de la ciudad de Manizales 
durante los años  2013 – 2018? 
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DESARROLLO URBANO O DESPLAZAMIENTO URBANO: MACROPROYECTO DE INTERÉS 
SOCIAL NACIONAL, COMUNA SAN JOSÉ, MANIZALES. Álvarez-Puerto, J. R. (2013). Desarrollo 
urbano o desplazamiento urbano: Macroproyecto de interés social nacional, comuna San José, 
Manizales. Ratio Juris, 8(17), 115-134. 
 
La Ley 1151 de 2.011 define los Macro-proyectos de interés social nacional como las 
decisiones y actuaciones administrativo-urbanísticas acogidas por el Gobierno Nacional, en las que 
intervienen los principios de planeación, financiación y gestión del suelo con el objeto de ejecutar 
una obra pública de gran escala que tiene como fin, el desarrollo territorial de las distintas zonas 
del país. A su vez la Ley 387 de 1.997 señala que, desplazada es aquella persona que se ha visto en 
la obligación de salir de su territorio, dejando su residencia, sus hábitos económicos, ya que su 
integridad física, libertad, seguridad y vida se ven amenazados por la violación masiva de derechos.  
 
La ciudad de Manizales padeció el fenómeno de desplazamiento urbano por la ejecución 
del Macro-proyecto de Interés Social General San José, en el que aproximadamente 2.000 
habitantes resultaron afectados económica, social y culturalmente, por la intervención del Estado 
al ejercer actos de expropiación vía administrativa y judicial. Aunque la expropiación se 
fundamenta en el principio del interés general y en la función social de la propiedad; para el autor, 
no es claro cómo la prevalencia del interés general puede ser interpretado desde un criterio 
meramente económico, pues al despojarse a los propietarios y poseedores de los bienes 
inmuebles, no se observa más que la violación flagrante de derechos de primera, segunda y tercera 
generación. Bajo esta óptica y a la luz de la Sentencia T-367 de 2.010, la ejecución del Macro-
proyecto más allá de contribuir al desarrollo urbano, lo que generó fue la vulneración directa de 
los siguientes derechos: La vida en condiciones dignas, la salud, los derechos de los niños, mujeres 
cabeza de familia y discapacitados, el derecho de escogencia de domicilio, el libre desarrollo de la 
personalidad,  la integridad personal,  la libertad de circulación, al trabajo, la paz, a la alimentación 
mínima, la educación, la igualdad, los servicios públicos y finalmente el marcado derecho a la 
vivienda en condiciones dignas. La crítica expresada por el autor recae en establecer que hubo 
incumplimiento de dos mandatos constitucionales por parte del Estado: 1. la obligación de impedir 
que se produzca el desplazamiento cuando no se respeta la honra, la vida y los bienes de los 
asociados. 2. El deber de las entidades ante la incapacidad de impedir la expulsión, de garantizar 
la atención necesaria para que los afectados afronten la reconstrucción de sus vidas. Obligaciones 
que fueron omitidas, pese a la compra de los bienes por parte del Estado y a la entrega de 
subsidios. Indica qué es evidente la sistematizada vulneración de derechos humanos y en ese 
sentido concluye que: “la ejecución del Macro-proyecto ha conllevado el sacrificio de derechos 
fundamentales y colectivos, lo que ha implicado la intervención de órganos de control y del poder 
judicial”. 
 
 La importancia de este referente teórico en aplicación a la problemática planteada en el 
presente artículo radica en visualizar cómo el Estado a través de sus entes territoriales y en 
ejecución del Macro-proyecto San José, no logró su principal objetivo – desarrollo urbano-, sino 
que, por el contrario a falta de planeación y previsión de políticas públicas garantes de mínimos 
esenciales, se efectuó una violación directa de derechos humanos. 
 
CIFUENTES MUÑOZ, EDUARDO. (2002). JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL EN COLOMBIA. IUS ET 
PRAXIS, 8(1), 283-317. HTTPS://DX.DOI.ORG/10.4067/S0718-00122002000100015 
“Jurisdicción constitucional en Colombia”, es un artículo publicado en el año 2.002 por el 
autor y ex presidente del Tribunal Constitucional colombiano, el Doctor Eduardo Cifuentes 
Muñoz en la revista “Ius et Praxis”. Allí se pretende analizar el sentido, la relevancia histórica y 
evolución de la jurisdicción constitucional en nuestro ordenamiento, partiendo de diversos 
antecedentes constitucionales y legales qué como lo manifiesta Cifuentes (2002) permiten 
trazar un conjunto de garantías que van dirigidas a proteger y hacer prevalecer las normas 
constitucionales sobre las demás leyes. La jurisdicción constitucional según lo manifiesta el 
autor, posee un carácter mixto, en otras palabras, la defensa de la constitución y los postulados 
constitucionales apelan a un modelo que podríamos denominar  “concentrado y difuso” que 
incluye en esta ardua tarea no sólo a la Corte Constitucional, sino también a los demás tribunales 
y jueces sin particularidad alguna.  
El artículo de investigación se compone de tres capítulos fundamentales, los cuales se  
desarrollan de la siguiente manera: primero, desde la historia o desde un paradigma 
generacional de la jurisdicción constitucional; segundo, se exponen las acciones o mecanismos 
idóneos implementados  para la defensa de la constitución y de los derechos; tercero, el autor 
sintetiza  la estructura, la  organización de la Corte  constitucional y los aspectos más distinguidos 
del proceso constitucional, (como su autonomía y fuero, composición, la ubicación de este  
dentro de las ramas del poder público,  los efectos de las sentencias) y otros aspectos de igual y 
mayor  relevancia. Explica como nuestro derecho colombiano, ha entregado a la Corte 
Constitucional la competencia de conocer y  resolver aquellas  demandas de 
inconstitucionalidad que sean promovidas por  los ciudadanos, por ejemplo, frente a actos 
reformatorios de la constitución, referendos sobre leyes, consultas populares, plebiscitos, entro 
otros, en pro de la defensa de la constitución y la ley. Muñoz (2002) manifiesta que existen 
ciertas acciones judiciales que se encargan específicamente de defender  los derechos 
constitucionales  (control de constitucionalidad concreto), como la acción de tutela  consagrada 
en el artículo 86 de la Carta superior , el habeas corpus, (artículo 30 de la Constitución Política)  
las acciones de clase y acciones populares, relacionadas con la defensa de derechos 
merecedores de protección constitucional,  como lo son los “colectivos y del ambiente” o de 
tercera generación. 
Así las cosas, manifiesta el autor y en nuestro concepto el aporte  más relevante de este 
artículo frente a la problemática objetivo de investigación actual, (ausencia de revisión de la 
corte constitucional en los fallos emitidos por la jurisdicción contenciosa administrativa en el 
trámite de la acción popular)  es  que aunque la constitución de nuestro país le brindó una 
protección especial a los derechos colectivos y facultó a la jurisdicción ordinaria para conocer 
de los fallos de las acciones populares, su inserción en el sistema y  en el control de 
constitucionalidad es totalmente viable toda vez que mediante la presentación de ellas, lo que 
se persigue  es el debido amparo  de derechos e intereses consagrados y respaldados en la 
norma superior.  
LONDOÑO-TORO, B. (2009). “LA JUSTICIABILIDAD DE LOS DERECHOS COLECTIVOS. BALANCE DE 
LA LEY DE ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO (LEY 472 DE 1998) EN SUS PRIMEROS 10 AÑOS 
1998-2008”, ISBN:978-958-738-022-4. EDITORIAL UNIVERSIDAD DEL ROSARIO.BOGOTA DC 
“La justiciabilidad de los derechos colectivos. Balance de la Ley de Acciones Populares y de 
grupo (Ley 472 de 1998) en sus primeros 10 años 1998-2008”, es un libro producto de investigación 
académica y científica editado por la Universidad del Rosario bajo la coordinación de la Doctora 
Beatriz Londoño-Toro en el año 2.009. Los objetivos y alcances del libro son promover y divulgar 
los derechos humanos y propender por su defensa y protección, en asocio con la academia y la 
sociedad, en la celebración de la primera década de aplicación de la Ley 472 de 1.998, la cual sirve 
de escenario para evaluar, desde las diferentes instancias concernidas del Estado, la efectividad 
de las acciones populares como mecanismos de protección de los derechos colectivos e identificar 
las falencias y retos que nos depara el futuro inmediato.  
Para tal efecto, y en lo que a la Defensoría del Pueblo concierne, funcionarios y defensores 
públicos del área administrativa presentaron los resultados alcanzados por la implementación del 
Registro Público de las Acciones Populares, por el manejo y la administración del Fondo para la 
Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, y el ejercicio del litigio desde la perspectiva 
nacional y regional. Los resultados de investigación se enfocaron según Londoño (2009) en hacer 
una alerta a la academia, a las organizaciones sociales y a las entidades del Estado para defender 
las acciones populares y de grupo como una conquista jurídica, política y social de los colombianos 
donde se vislumbran nuevos tiempos para las acciones populares.  
Se concluye que es muy importante el paso que se dio con la reforma a la ley estatutaria 
de la justicia, la cual fue examinada por la Corte Constitucional, donde se establece el recurso de 
revisión eventual por el Consejo de Estado, que permitirá dar claridad y unificación de precedentes 
jurisprudenciales y, qué, además, reconocerá el impacto de las acciones colectivas a nivel nacional, 
regional y local. Otra conclusión relevante es la importancia de la coadyuvancia del Ministerio 
Público en las acciones populares. Este aporte permite que los casos tengan realmente un 
doliente, y que el papel del Ministerio al respecto sea más activo.  A partir de los resultados de 
este trabajo quedan nuevos problemas pendientes para una agenda de investigación. Entre ellos, 
está profundizar en una visión multidisciplinaria en torno a las problemáticas de los derechos 
colectivos, que nos permita entender las raíces culturales del concepto, los aportes de los grupos 
étnicos y la dimensión profunda del ejercicio, y que pretenden la defensa de estos derechos e 
intereses en la época del siglo XXI, ya que la perspectiva del derecho es limitada y no puede dar 
una adecuada repuesta a las exigencias que demanda su efectividad material. Hasta hoy son 
escasos los trabajos específicos sobre acciones de grupo y es urgente realizar un seguimiento 
similar al elaborado con las acciones populares en el presente trabajo. 
Este artículo  investigativo se torna importante frente a  la actual problemática planteada, 
en vista de  que se  resaltan   aspectos relevantes y significativos que surgen  consecuencia de la 
promulgación de la  ley 472 de 1998, tales como la regulación de las acciones populares y de grupo, 
la protección de derechos e intereses colectivos y la eventual reparación de los daños sufridos por 
una colectividad. Se evidencia cómo mediante la aplicación e implementación de  los mecanismos 
constitucionales  se ha logrado obtener   una protección eficaz y efectiva  de los Derechos 
colectivos o solidarios, vistos estos, como una nueva categoría de los Derechos humanos. 
 
EL CONFLICTO DE LAS ALTAS CORTES COLOMBIANAS EN TORNO A LA TUTELA CONTRA 
SENTENCIAS. Botero Marino, C., & Jaramillo, J. F. (2006). El conflicto de las altas Cortes 
colombianas en torno a la tutela contra sentencias. 
 
El “choque de trenes” entendido como el conflicto entre dos tribunales de cierre con 
ocasión a la revisión de sentencias judiciales de un juez por otro, ha sido objeto de diversas críticas 
y planteamientos en nuestro haber judicial.  
 
El Decreto Reglamentario 2591 de 1.991 estableció en sus artículos 11 y 40 la procedencia 
de la tutela contra sentencia judicial, sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-543 de 
1.992 declaró inexequibles las citadas normas porque violaban el principio de cosa juzgada, 
seguridad jurídica y autonomía funcional del juez.  Este criterio fue modificado posteriormente en 
la sentencia T-079 de 1.993, allí se estableció la procedencia de la tutela contra sentencia judicial 
cuando en el curso de los procesos se incurriera en las denominadas vías de hecho. Postura 
ratificada en la sentencia T-008 de 1.998 y en la que se determinó, que dicho mecanismo 
procederá en todo caso cuando se cumpla con los requisitos específicos denominados: Defecto 
sustantivo, defecto fáctico, defecto orgánico y defecto procedimental. Además, se establecieron 
los requisitos generales de procedibilidad: 1. Que se trate de un caso en el cual sea evidente la 
vulneración de derechos fundamentales. 2. Que la tutela opere como mecanismo residual y 
transitorio. 3. Que se identifique el derecho fundamental vulnerado y los hechos que dieron origen 
a su transgresión. 4. Que exista un efecto directo entre el actuar judicial y la sentencia. 5. Que la 
acción no se ejerza contra sentencia de tutela. 6. Que se interponga de manera oportuna. 
Establecida la procedencia de la acción de tutela contra de providencia judicial y planteados los 
requisitos para su ejercicio, surgió el conflicto llamado “choque de trenes” entre los tribunales de 
cierre y el tribunal constitucional. Alega la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado qué 
permitir que a través de la tutela se despoje de eficacia una sentencia derivada de un proceso ya 
conocido por un fallador especializado, es atentar contra la autonomía funcional del juez que 
valoró el litigio en sus primeras instancias. Esta situación condujo a que ambos tribunales 
rechazaran las órdenes impartidas por el Tribunal Constitucional y por ello, la Corte se vio obligada 
a efectuar la revisión de los fallos de tutela contra sentencia judicial y dejar sin efecto algunas 
decisiones tomadas por las otras jurisdicciones. Además, cuando por orden expresa de dictar 
nueva sentencia, el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia se abstuvieran de hacerlo, 
lo hacía en reemplazo la Corte Constitucional. Por lo anterior, el autor concluye que: “las 
sentencias no hacen tránsito a cosa juzgada hasta que haya vencido el término de caducidad que 
se fije para poder entablar una acción de tutela contra ellas”. 
 
La importancia de éste artículo respecto la investigación planteada, radica en que sí el 
Tribunal Constitucional está llamado a la revisión de los fallos emitidos por los jueces en el trámite 
de la acción tutelar y no popular; en aquel caso, donde se observe vulneración flagrante de 
derechos fundamentales como consecuencia de la transgresión de derechos colectivos, y pese a 
la configuración de cosa juzgada en el trámite popular, si la situación se ajusta a los requisitos 
jurisprudenciales atrás señalados, podrá ser revisado el fallo gracias a la institución denominada 
tutela contra de providencia judicial. 
 
MARCO TEÓRICO  
 
Las acciones populares según Torres (2009) tienen como finalidad, conceder a  las personas 
bien sean naturales, jurídicas, extranjeras o nacionales  la facultad para acudir ante los jueces con 
el objetivo  de impugnar actuaciones u omisiones de las autoridades o los  particulares que atenten 
contra el interés colectivo o  contra los bienes de la comunidad. El interés colectivo se ha 
entendido como  como un interés de todos y cada uno de los sujetos que componen una  
pluralidad, pero no es un derecho subjetivo que pueda colocarse en cabeza de uno de ellos. Por 
su parte, Santomifio (2010) las define como el mecanismo que se encarga de proteger intereses y 
derechos colectivos, promovido por un individuo que actúa en nombre de la comunidad cuando  
se ha cometido  un daño a un interés  que  es común. 
 Siguiendo la idea anterior, las acciones populares procederán  contra las “acciones u 
omisiones” de las autoridades o particulares que hayan violado o en su defecto,  amenacen violar 
los intereses o derechos colectivos.  La Corte Constitucional, como se citó en (Mariño, 2003) los 
define como derechos que se refieren a bienes jurídicos incorporales y gozan de ciertos rasgos 
característicos; no aquejan a una persona individualmente considerada, sino que benefician a la 
comunidad en general. De aquellos podemos mencionar algunos: el goce de un ambiente sano, la 
moralidad administrativa, el goce del espacio público, la defensa del patrimonio público, la 
seguridad y la salubridad pública, la prevención de desastres previsibles técnicamente, entre otros. 
Por su parte, Londoño, Figueredo & Gonzales (2009) los definen como una nueva categoría de 
derechos humanos, los cuáles son reconocidos por la constitución de 1.991 como respuesta a las 
trasformaciones, realidades y problemáticas actuales, donde el trance de su lesión afecta no sólo 
el interés de un individuo sino de varios que forman un sujeto colectivo con un interés común. 
En tal sentido, si el constituyente encomendó la protección de los intereses colectivos a las 
acciones populares, el mecanismo para buscar la protección de los derechos fundamentales, es la 
acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución y definida por Álvarez (1993) como 
un instrumento que modifica directamente el comportamiento legalista en la solución de 
conflictos por vía de lo justo, como una respuesta equitativa en torno a la demanda ciudadana 
respecto a la protección de sus derechos fundamentales.  Es un mecanismo transitorio, procede 
exclusivamente cuando el medio judicial ordinario no satisfaga o no sea eficaz frente a la 
protección de los derechos fundamentales y busca evitar un perjuicio irremediable.  Es subsidiaria, 
toda vez que se puede incoar cuando no se dispone de otro medio judicial de defensa. Frente a 
derechos colectivos, esta procederá cuándo se demuestre que por aplicación a la teoría de la 
conexidad se afectó alguno de los derechos fundamentales al particular. 
Ahora bien, la Jurisdicción llamada a resolver la acción popular, en principio será la 
Contenciosa Administrativa, la cual según Martínez & Trujillo (2001) está compuesta por juzgados, 
tribunales administrativos y el Consejo de Estado. Su función principal es resolver los conflictos 
que surgen entre la administración y los administrados, y los que se presentan entre órganos de 
la administración. La sentencia es susceptible de ser confirmada, revocada o modificada cuando 
el actor interponga los recursos procesales aplicables al caso.  El recurso de reposición en primera 
instancia se presentará ante el juez que emitió la sentencia para que él lo resuelva. El recurso de 
apelación se presenta ante el juez de primera instancia para que lo remita a su superior jerárquico 
y lo resuelva. Finalmente, cabe aclararse que el recurso de reposición procede según Martínez & 
Trujillo (2001) contra autos y sentencias dictados durante el trámite de la acción popular, y el 
recurso de apelación especialmente recae en las sentencias, salvo los autos susceptibles de ser 
apelados. Respecto al recurso extraordinario de revisión, la Ley 472 de 1.998 no lo prevé, sin 
embargo, la Ley 1285 del 2.009, consagró en el artículo 11, la posibilidad de revisión eventual de 
las sentencias o las providencias que establezcan la finalización o el archivo del proceso 
pronunciadas por los tribunales administrativos, con el fin de unificar la jurisprudencia, siendo 
competente para conocerlo, el Consejo de Estado. 
 
Entonces, si la acción de tutela es el mecanismo dispuesto para la protección de derechos 
fundamentales, que definidos por Ferrajjoli (2006) son: “los derechos adscritos universalmente a 
todos en cuanto personas, o en cuanto ciudadanos o personas con capacidad de obrar, y que son 
por tanto indisponibles e inalienables” (p.117), ha de entenderse que no son únicamente aquellos 
que se encuentran bajo la órbita de lo interna y expresamente establecido como fundamental, 
sino que pertenecen a este grupo una diversa gama de derechos que aunque en principio no 
puedan considerarse como esenciales, en determinadas y concretas situaciones su exigencia 
puede realizarse a través de la tutela, gracias al llamado criterio de conexidad. 
 
El criterio de conexidad conocido como método interpretativo, ha sido entendido por 
Osuna (como se citó en Riveros, 2010) así: relación de un derecho de carácter constitucional qué 
no ha sido objeto de protección a través de la tutela con otros qué si lo son, o con los valores y 
principios que indican si la situación es propia de ser resuelta por esta vía. Esta teoría ha 
determinado la posibilidad de hacer exigible un postulado constitucional no fundamental que 
estaba excluido de ser fallado a través de la acción tutelar porque tiene una relación estrecha con 
el que sí es tutelable, o porque de la afectación del primero, el segundo resulte transgredido, caso 
en el cual, será el juez constitucional el llamado a resolver dicho proceso.   
 
Habida cuenta que los derechos colectivos y del medio ambiente no son susceptibles de 
ser valorados y decididos por el juez constitucional, y en ese sentido, deben ser resueltos por el 
juez popular, es menester aclarar que la Corte Constitucional (como se citó en Martínez & Trujillo, 
2001) en sentencia T- 231 de 1.993 dispuso qué si un derecho fundamental resulta vulnerado por 
afectación del derecho colectivo, la vía para resolver el asunto no será la acción popular sino la 
tutelar. Postura sostenida por la jurisprudencia y que indica el acceso a un derecho colectivo a 
través del mecanismo tutelar aun cuando no sea nominado como fundamental. Los requisitos 
fundamentales serán: probar la conexidad entre el derecho colectivo y el fundamental, atribuir la 
ineficacia de la acción popular en la protección del derecho fundamental y evidenciar la 
subsidiariedad de la acción tutelar.  
 
Por consiguiente, es necesario explicar el término “expropiación” y su importancia con el 
tema investigado. La expropiación, es la actuación del Estado dirigida a adquirir el derecho de 
dominio de uno o más bienes que se encuentran en el patrimonio de otra persona bajo los 
conductos señalados en la ley (Quintero & Ospina, 2005). Por su parte, la Corte Constitucional 
(como se citó en Quintero & Ospina, 2005) en la sentencia T - 284 de 1.994 la define así: “un 
negocio o una operación de derecho político, por medio de la cual el Estado, por razones de 
utilidad pública o interés social, priva coactivamente de la titularidad de un determinado bien a 
un particular, de acuerdo con un procedimiento específico y previo el pago de una indemnización” 
(p.32). Fenómeno administrativo y judicial dado en la Comuna San José de la ciudad Manizales, 
durante el 2013- 2018.  
 
 Ahora, cuando de la expropiación se originan otros conflictos de tipo jurídico y social como 
es la vulneración masiva de derechos fundamentales, derechos sociales, económicos, culturales y 
de derechos colectivos, se activan otros fenómenos de carácter legal que implican por ejemplo el 
ejercicio de acciones judiciales que deben ser resueltas por el Consejo Superior de la Judicatura, 
la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, la Jurisdicción Ordinaria y la Jurisdicción Constitucional.  
Cifuentes (2002) define la última como la encargada de: “la guarda de la integridad y supremacía 
de la Constitución” (p.303). Entre sus funciones se resalta: efectuar el control automático y rogado 
de constitucionalidad de las normas y la revisión de los fallos de tutela.  
 
Finalmente, en aplicación al principio de autonomía funcional del juez, en Colombia se 
introdujo una nueva organización judicial; Botero & Jaramillo (2006) refieren que la Jurisdicción 
Constitucional será representada por la Corte Constitucional, la Jurisdicción Ordinaria por la Corte 
Suprema de Justicia, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa por el Consejo de Estado y el 
Consejo Superior de la Judicatura por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria y la Sala Administrativa de 
la Rama Judicial. Con ello se crea la delimitación específica de la competencia de cada juez para la 
resolución de conflictos. Sin embargo, debido a que la Corte Constitucional también tiene la 
facultad de dejar desprovista de eficacia una sentencia emitida por otro tribunal, con ocasión al 
ejercicio de la tutela contra sentencia judicial, se ha criticado que hay desconocimiento del citado 
principio. Botero & Jaramillo (2006) lo exponen así: “la tutela contra sentencias entraña el 
desconocimiento de la autonomía e independencia judicial, por cuanto a través de ella la Corte 
Constitucional invade las otras jurisdicciones y desconoce el carácter de órganos límites de las 
demás altas cortes” (p.62). Fenómeno que hoy se conoce como choque de trenes. 
 
MARCO JURÍDICO  
 
ÁMBITO CONSTITUCIONAL: Antes de la Constitución Política de 1.991, en Colombia ya se 
encontraba la regulación legal y expresa de las acciones populares, sin embargo, en el marco 
constitucional, su yacimiento fue apenas observado con la expedición de la Carta Política. El objeto 
de la Asamblea Nacional Constituyente que data para dicha época no tenía otro fin que instituir 
una figura jurídica nueva, capaz de proteger los derechos de tercera generación de manera 
eficiente. Así, el Proyecto del Acto Reformatorio de la Constitución Nº.62, además de definir qué 
es un derecho colectivo determinó quiénes o quien era sujeto de acceder al mismo. 
Posteriormente se optó por ampliar la gama de derechos colectivos, incluyendo en el hoy 
denominado artículo 88 constitucional el derecho a la seguridad y salubridad pública, el derecho 
al ambiente sano, a la competencia leal y justa y el derecho a la utilización de bienes de uso público 
y espacio público. Además, se instauró el mecanismo de la acción popular como el medio idóneo 
para su protección cuando éstos resultaran transgredidos. Diversos proyectos fueron estudiados, 
entre ellos, el presentado por el M-19, y una vez discutidos, dieron como resultado la aprobación 
del artículo 88, el cual expresa lo siguiente: “La ley regulará las acciones populares para la 
protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la 
seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia 
económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella. También regulará las acciones 
originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las 
correspondientes acciones particulares. Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil 
objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos”. En efecto, una vez incorporado 
el mecanismo constitucional, quedó junto a su creación, la obligación expresa hacia el legislador 
para que a través de una ley reglamentara el marco jurídico para su aplicación.  
 
El artículo 2 que enmarca los fines esenciales del Estado, los artículos 11 al 41 que expresan 
los derechos fundamentales, los derechos de segunda generación marcados en los artículos 42 al 
77, los artículos 78 al 82 que fijan los derechos colectivos y del ambiente, el artículo 58, 86, el 
artículo 236, 237, 238 que fija la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, del 239 al 245 que 
estipula la Jurisdicción Constitucional, son postulados sirven como fundamento constitucional en 
el presente tema, ya que abarca  de manera general los aspectos básicos que permiten visualizar 
desde la óptica constitucional, la incidencia de los derechos y el actuar del Estado.  
ÁMBITO LEGAL: Las acciones populares no tienen su génesis  a partir de la Constitución de 1.991 
ni mucho menos de la Ley 472 (1.998) como muchas veces se ha pensado. Sus orígenes provienen 
del siglo XIX con la expedición del Código Civil Colombiano (1.887) donde las figuras del Derecho 
Romano tuvieron una gran influencia en el texto civil en los artículos 1005 y 2359. Además, la Ley 
9 (1.989) (Reforma Urbana), el Decreto 2303 (1.989) y la Ley 99 (1.993), entre otras, son sólo 
algunas referencias del origen y desarrollo de las mencionadas acciones. En el ámbito de 
legislación colombiana, la Ley 472 (1.998) regula el ejercicio de las acciones populares y de grupo, 
dictamina en el artículo 2 la definición jurídica de las acciones populares y su relevancia en la 
defensa de los derechos de tercera generación y, por último, la Ley 1285 del 2.009, que reformó 
la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y la cual en su artículo 11 expone la posibilidad 
de una revisión eventual de las sentencias en materia de acciones populares. 
DESARROLLO JURISPRUDENCIAL 
Sentencia C-215 del 14 de abril 1.999, expedientes D-2176, 2184 y D-2196, Magistrada Ponente: 
Martha Victoria Sáchica, http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/c-215-99.htm. 
La Constitución Política de Colombia (1.991) consagra en el título II, capítulo III, los 
derechos colectivos y ambientales, denominados en la doctrina constitucional como los derechos 
de tercera generación. Este conglomerado de derechos se refiere a los bienes jurídicos 
incorporales que gozan de características especiales y no afectan a personas de manera individual. 
Durante el proceso de gestación de la constituyente, el tema de los derechos colectivos y la 
creación de un mecanismo eficiente para su protección tuvo una gran "acogimiento y como 
resultado de diferentes debates, planteamientos y propuestas, nacen a la vida jurídica las 
denominadas “acciones populares” las cuáles estaban encaminadas a proteger  de los derechos e 
intereses de una colectividad  como por ejemplo  la salubridad pública, seguridad, espacio público, 
ambiente sano, moralidad administrativa, y otros más. Frente a su ejercicio, se ha establecido en 
la jurisprudencia, que estas buscan la protección especial de un interés conjunto que de entrada 
presupone la protección de un interés que está  en cabeza de un grupo específico de individuos y 
deja de lado un interés particular. El interés afectado por lo tanto  no es particular, sino que por 
el contrario es compartido por una colectividad específica. Estas pueden ser promovidas por 
cualquier individuo en representación de la comunidad. Las acciones populares no tienen según 
esta jurisprudencia  un término perentorio para interponerse, pese a esto, la oportunidad puede 
prelucir  toda vez  cese la vulneración del derecho  allí implicado  o el interés colectivo. La sentencia 
hasta aquí desarrollada , declaró parcialmente inexequible el artículo 11 de la Ley 472 de 1.998  
dónde se  implantaba un término de caducidad de 5 años para las acciones populares, cuando 
estas estuvieran encaminadas a volver las cosas al estado anterior.  
Resulta  pues evidente que en un Estado Social y Democrático de Derecho  se supera la 
concepción del individuo, existe un notorio e importante avance en el reconocimiento y 
protección de aquellos derechos e intereses “comunitarios” o colectivos con la corresponsal 
creación de mecanismos de defensa. Las acciones populares tienen carácter preventivo, lo que 
quiere decir que proceden incluso cuando no se ha materializado la vulneración de los derechos, 
sino cuando se encuentren en un estado de amenaza o se instauren para evitar un daño 
contingente. Un rasgo importante dentro del marco de las acciones populares, es la audiencia de 
pacto de cumplimiento, en la cual se reúne la parte accionante, la parte demanda, el juez y el 
Ministerio Público con el objetivo de llegar a un acuerdo sobre el motivo por el cual se instauró la 
acción popular, de tal forma que se pueda obtener el eficaz restablecimiento y reparación de los 
derechos colectivos afectados, dando pie a una solución y terminación anticipada del proceso, 
toda vez que el fallo que aprueba el pacto de cumplimiento hace tránsito a cosa juzgada. Ahora, 
recae en cabeza del accionante la carga de la prueba en el trámite de las acciones populares, sin 
embargo, es un deber del juez “popular” utilizar e implementar los experticos probatorios idóneos 
para determinar si las pretensiones alegadas amenazan los derechos e intereses colectivos de la 
comunidad en pro de garantizar la efectiva protección de los derechos invocados.  
Partiendo de lo anterior, es importante precisar qué gracias a este tipo de acciones, la 
comunidad tiene a su alcance un medio efectivo para la protección de sus derechos colectivos, lo 
que permite, no solo llevar un control de las actuaciones del Estado, sino también concientizar a 
todos los colombianos sobre la importancia de acceder a la justicia para proteger y conservar los 
derechos de la comunidad. 
Sentencia T-362 del 10 de junio de 2.014, Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 
expediente T-4.195.828, Bogotá D.C, http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/t-
362-14.htm 
A través de la citada sentencia se resuelve el siguiente problema jurídico: ¿Procede la tutela 
como mecanismo idóneo para la protección del derecho al medio ambiente en conexidad con el 
derecho fundamental a la salud, la vivienda y el agua potable? Sostiene la Corte que la acción de 
tutela y la acción popular son mecanismos disimiles, mientras la primera busca proteger derechos 
individuales, la segunda salvaguarda los derechos colectivos, cuando resultan vulnerados o existe 
amenaza de transgresión por parte de particulares o del Estado. En ambos casos su objetivo es 
evitar la ocurrencia de un daño irremediable y si bien, son instituciones jurídicas distintas, algo 
común las une y es que ambas tienen naturaleza preventiva, es decir, su ejercicio no ésta 
condicionado a la preexistencia de un daño, sino que podrán activarse con la amenaza de su 
violación o el riesgo de producirse un perjuicio, siempre y cuando resulte acreditado dentro del 
proceso constitucional. Por lo tanto, cuando se presente conexión directa entre intereses 
fundamentales y colectivos la tutela será procedente.  
Los hechos que dieron origen al proceso son: Los señores Mauricio Herrera, Baudillo López 
y otros, en ejercicio de la acción de tutela demandaron a la empresa Asfaltos y Triturados de la 
Sabana S.A. por considerar que sus derechos fundamentales a la salud, vivienda digna, y agua 
potable resultaron lesionados con ocasión al uso de explosivos en la extracción de material en la 
recebera el Cajón del Municipio de Madrid, Cundinamarca. Sostuvo el juez constitucional en el 
fallo de única instancia qué buscar la protección de derechos colectivos a través de la tutela, viola 
el principio de subsidiariedad, ya que existen otros medios judiciales principales como la acción 
popular o la nulidad y restablecimiento del derecho, para decidir de fondo el derecho en litigio; 
decisión que fue confirmada en sede de impugnación. En sede de revisión, la Corte expuso que la 
acción popular contempla unos fines esenciales; servir como mecanismo preventivo para evitar el 
daño contingente, detener la amenaza de vulneración de un derecho colectivo y restituir las cosas 
al estado anterior. La tutela no opera para la protección de derechos colectivos, sin embargo, 
cuando existe correlación entre los derechos de tercera generación y los fundamentales, la tutela 
podrá ser utilizada excepcionalmente para amparar derechos colectivos; específicamente cuando 
de su vulneración implique la afectación de un derecho fundamental y cuando los medios 
judiciales para su defensa no resulten idóneos o se advierta un inminente perjuicio; criterio 
también adoptado en la sentencia  T – 067 de 1.993 y en la SU - 442 de 1.997.  
La Corte Constitucional decide confirmar el fallo precisando que los accionantes mal 
manejaron el mecanismo judicial de tutela al buscarse la protección de un derecho 
eminentemente colectivo, pues atendiendo al carácter subsidiario de la acción, esta solo puede 
ser utilizada cuando el derecho fundamental no puede ser protegido a través de otros mecanismos 
judiciales, y en dicho caso, el juez popular tiene la potestad de decretar medidas cautelares 
tendientes a evitar el daño, decretar pruebas de manera oficiosa que le permitiesen llegar a un 
convencimiento de los hechos y en todo caso, si el demandante por imposibilidad económica no 
tuviese los medios suficientes para allegar las pruebas necesarias, podría solicitar a las autoridades 
administrativas aportar la información necesaria con el objeto de llegar a una conclusión válida y 
ajustada a derecho. Por tanto, se consideró que el demandante podía acudir a la acción popular o 
a la nulidad y restablecimiento de derecho con el objeto de solicitar la cesación de las actividades 
que amenazan vulnerar los derechos y, por consiguiente, las medidas correspondientes tendientes 
a evitar el daño irremediable. Ahora, tampoco se logró demostrar un perjuicio de carácter 
irremediable, la amenaza de vulneración de derechos, ni se probó a través de las pruebas 
solicitadas por el juez la situación alegada por el demandante.  
El magistrado Luis Ernesto Vargas salvó su voto, expuso que no se realizó un análisis amplio 
acerca de los derechos solicitados por los accionantes, para él aún persiste la duda sobre la 
afectación del derecho la vivienda digna de los habitantes de la zona, pese a que se decretaron las 
pruebas necesarias no hubo valoración de aspectos específicos que llevaban a concluir sobre la 
afectación de este derecho.  
 
En conclusión, ejercer la tutela para la protección de derechos colectivos sólo es posible 
cuando de su vulneración se desprende la agresión a derechos de primera generación. El debido 
y correcto accionar, estará sometido las subreglas emitidas por la jurisprudencia constitucional. El 
salvamento de voto nos muestra que hubo probablemente una interpretación insuficiente de las 
pruebas dejando desprovisto la vulneración de derechos de carácter fundamental.  
 
Sentencia T-341 del 29 de junio de 2016, Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, 
expediente T-5.388.920, http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-341-16.htm. 
Para determinar la procedencia de la acción de tutela como mecanismo judicial para la 
protección de derechos colectivos, es necesario abordar el tema desde la hermenéutica judicial y 
la jurisprudencia constitucional. La Corte Constitucional en sede de revisión del fallo de Tutela 341 
de 2016 emitido por el Juzgado Promiscuo Municipal de Tasco- Boyacá, reiteró que en virtud de 
la Constitución Política de 1.991 los colombianos pueden acceder a la administración de justicia 
para exigir al Estado la protección de sus derechos cuando por acción u omisión de las entidades 
estatales o particulares sus intereses subjetivos u colectivos se vean afectados o amenazados. 
Establece la Carta Política en su artículo 86 el mecanismo para la protección de derechos 
fundamentales y en el mismo sentido el proceso judicial para la solicitud de derechos de tercera 
generación, reglamentado en la Ley 472 de 1.998. Ha precisado la Corporación que la distinción 
de los procesos constitucionales obedece necesariamente a la calidad de los derechos que 
pretenden exigirse; los derechos colectivos son aquellos que pertenecen de manera generalizada 
a un grupo de individuos, son derechos que pertenecen a cada individuo y a su vez, a todos los 
que componen un grupo específico, mientras que los derechos fundamentales son los que recaen 
en un sujeto individualmente considerado. La acción popular será ejercida cuando la afectación 
recae sobre un derecho común y la tutela en una situación de carácter particular.  
Ahora bien, la tutela es una acción que no procede para atender derechos colectivos a no 
ser que existan derechos fundamentales en riesgo de afectación o transgredidos como 
consecuencia de la vulneración de un derecho colectivo; dicho en otras palabras: cuando existen 
derechos de carácter colectivo que pueden debatirse a través de la acción popular no impide que 
la acción de tutela proceda cuando exista en medio de dicha afectación, la vulneración de un 
derecho fundamental y se logre probar de manera cierta y concreta su transgresión o amenaza.  
Para que exista la procedencia de la tutela como mecanismo excepcional para la protección 
de derechos colectivos deben operar los criterios jurisprudenciales que ha exigido la Corte 
Constitucional: A. La conexidad entre el derecho colectivo y el fundamental transgredido o 
amenazado, de tal manera que la afectación del segundo sea consecuencia de la vulneración del 
primero. B. El accionante deberá ser el sujeto directamente afectado. C. La amenaza o vulneración 
del derecho fundamental debe estar plenamente probada. D. La decisión del juez deberá estar 
encaminada a la protección del derecho fundamental y no del colectivo, aunque con la orden 
judicial pueda verse protegido el derecho colectivo. E. Acreditar que la acción popular no es idónea 
en el caso sub examine. El ultimo literal significa qué, para que proceda la tutela por violación de 
derechos colectivos es necesario que con la acción popular no sea posible amparar el derecho 
fundamental vulnerado en conexidad con el derecho colectivo. En especiales situaciones puede 
ocurrir que la acción popular resulte idónea para la protección del derecho colectivo afectado, 
pero resulta ser insuficiente para salvaguardar el derecho de primera generación y que resultó 
transgredido por la vulneración del derecho colectivo. A contrario sensu, si no existen razones 
para visualizar que la acción popular es ineficaz entonces la tutela no será procedente salvo que 
sea utilizada como mecanismo transitorio, mientras el juez popular decide el curso del proceso y 
cuando sea indispensable la protección de un derecho fundamental. Para tal efecto, la acción de 
tutela será solo posible cuando concurran los elementos de inminencia, impostergabilidad, 
urgencia y gravedad. 
Recalcar lo sostenido por la Corte Constitucional en el citado fallo cobra real importancia 
cuando se observa que hay una verdadera materialización y concreción de la interpretación 
constitucional en los casos de la realidad. El caso sub examine relata una situación jurídica 
concreta, dónde la accionante alega la protección de sus derechos fundamentales a la vida en 
condiciones dignas, a la salud en conexidad con el derecho al agua, a causa de la explotación 
minera a cielo abierto en el sector el Banco en la vereda El Pedregal en el Municipio de Tasco en 
el Departamento de Boyacá. El fallador inicial sostuvo que por tratarse de derechos colectivos no 
es procedente la tutela y niega los derechos solicitados. En sede de revisión la Corte Constitucional 
decide revocar el fallo del tribunal y conceder los derechos a la accionante, ordenando además la 
adopción de medidas de prevención de riesgos de desastres, el derecho al ambiente sano en 
conexión con el derecho a la vida y salud. 
Analizado este precedente se concluye que el derecho formal en Colombia ha trascendido 
a la esfera de lo material gracias a las corporaciones que han propendido por la realización efectiva 
de los derechos. El Estado Social de Derecho impone cargas tanto a los administrados como a las 
autoridades, quienes tienen el deber de garantizar el efectivo goce de los derechos 
constitucionales en sus diversas calidades. Delimitar las competencias en las autoridades judiciales 
no implica una transgresión a la autonomía y el poder decisorio que la Constitución Política les 
entrega. Observar cómo es posible ostentar la satisfacción de derechos fundamentales a través 
del goce simultáneo de derechos colectivos es apenas un paso para la verdadera eficacia del 








Definición de acción popular y su finalidad:  
 
La acción popular es aquella que recae sobre los intereses afines y comunes a un grupo de 
personas determinado, es ejercida por una persona que se encuentra facultada por la ley en 
representación de la comunidad, con el objeto de que se profiera una resolución de carácter 
condenatoria, protectora, indemnizatoria, preventiva y restauradora de derechos colectivos que 
resultaron transgredidos o amenazados de violación por el Estado o particulares (Santofimio, 
2.010).  Es una institución jurídica concebida por la doctrina del derecho como aquella acción 
judicial especial que es de carácter pública, autónoma, principal, objetiva, la cual no tiene otro 
propósito que la satisfacción de los intereses generales, sin que implique para su ejercicio la 
ejecución de actos pre- procesales o el agotamiento de otros medios jurisdiccionales. Tiene como 
finalidad: 
 
a) Evitar el daño contingente; b) hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
sobre los derechos e intereses colectivos, y c) restituir las cosas a su estado anterior. La 
primera finalidad tiene carácter preventivo; la segunda tiene una función suspensiva de los 
actos de peligro de violación de los intereses colectivos; y en la tercera se encuentra una 
finalidad de restauración o restitución del derecho colectivo infringido. (Ovalle, 2006, p. 
402) 
 
Reseña histórica:  
 
 Antes del nacimiento de la Constitución Política de 1.991, las acciones populares ya se 
encontraban reguladas en el ordenamiento jurídico colombiano. Legislativamente aparecieron por 
primera vez en el Código Civil de Don Andrés Bello, quien a su vez tomó esta figura del derecho 
romano. Las disposiciones allí consignadas defienden especialmente dos aspectos: los bienes de 
uso público y los intereses colectivos (Londoño y Torres, 2012). 
 
 Barón (2.010) menciona que, posteriormente y producto de la negociación de paz y del 
proceso de desmovilización a finales del siglo XX, se consagraron en Colombia y gracias a la 
Constitución Política los denominados derechos de primera, segunda y tercera generación. 
Derechos que marcan la institucionalización de prácticas tendientes a la protección de derechos y 
al control de la actividad tanto de los particulares como de las autoridades administrativas, 
especialmente respecto la vulneración de derechos individuales o colectivos.  
 
Marco constitucional y legal: 
 
 Después de la concepción básica tratada en el Código Civil, las acciones populares 
obtuvieron alcance constitucional en Colombia gracias a la Asamblea Nacional Constituyente que 
data para el 1.991.  (Martínez y Trujillo, 2001) refieren que  el concepto de derecho colectivo en 
el Proyecto de Acto Reformatorio N. 62 de la Constitución Política y presentado por los 
constituyentes Iván Marulanda, Guillermo Perry, Jaime Benítez, Angelino Garzón, Guillermo 
Guerrero y Tulio Vargas en el informe de ponencia para la ampliación de la gama de derechos 
colectivos, se propusieron entre ellos, el derecho a la seguridad y salubridad pública, la 
competencia leal y justa, la utilización de bienes de uso y espacio público y el ambiente sano como 
los nuevos derechos que integrarían el denominado artículo 88 constitucional. Posteriormente y 
luego de analizarse algunos proyectos presentados por diversos agentes, entre ellos, el del M-19 
que pretendían dar luz sobre la estructura un mecanismo eficaz que permitiera el acceso a la 
administración de justicia para la protección de este tipo de derechos, cuando con ocasión al 
actuar del Estado o particulares resultaran lesionados, decidió la plenaria de la Asamblea Nacional 
Constituyente el artículo 88 que dispone lo siguiente:  
 
La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, 
la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar 
naturaleza que se definen en ella. También regulará las acciones originadas en los daños 
ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones 
particulares. Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño 
inferido a los derechos e intereses colectivos. 
 
Solo hasta el 5 de agosto de 1.998, el Congreso de la República de Colombia, estableció a 
través de la Ley 472 el articulado que regularía el ejercicio de las acciones populares. Los aspectos 
relevantes que se pueden resaltar de la norma y que resultaron innovadores con ocasión a su 
expedición son los siguientes: 1. Proceden contra la acción u omisión de los particulares y del 
Estado que hayan violado o amenacen su transgresión. 2. La acción es para protección de derechos 
colectivos. 3. Su objetivo puede ser restaurativo o preventivo. 4. Permiten que el juez decrete 
medidas cautelares a lo largo del proceso. 5. Pueden ser ejercidas por personas naturales o 
jurídicas, privadas o públicas, extranjeras o nacionales. 6. Crea la audiencia de pacto de 
cumplimiento que tiene por fin, buscar una solución anticipada al problema jurídico planteado, 
discutir los derechos humanos violados, estructurar el pacto de cumplimiento y terminar de 
manera anticipada el proceso. 7. El juez tiene facultades ultra- petita (Londoño y Torres, 2012).  
 
Sancionada la norma por el presidente de la República y pasados 10 años desde su 
promulgación, la Ley 472 de 1.998 ha sido objeto de revisión por parte de la Corte Constitucional 
en 14 fallos emitidos en ejercicio de control de constitucionalidad. De las sentencias emitidas, se 
pueden destacar las siguientes: C- 215 de 1.999, C- 569 de 2.004, y C-622 del 2007.  
 
Ámbito de aplicación: 
 
 La Ley 472 de 1.998 tiene por objeto la reglamentación del mecanismo constitucional 
dispuesto en el artículo 88 constitucional. La acción popular es el medio judicial dispuesto para la 
protección de intereses colectivos, puede ser ejercido por los titulares del derecho ante el juez 
competente, para que mediante providencia judicial ampare la tutela efectiva de los derechos de 
tercera generación. Su ejercicio está condicionado en alcanzar tres fines específicos; evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza del agravio de los derechos colectivos y para 
restituir las cosas al estado anterior cuando fuese posible. Por lo anterior es que se dice que su 
naturaleza es preventiva, restauradora e indemnizatoria. Su procedencia estará limitada a la 
transgresión de un derecho colectivo o a la amenaza de su vulneración por una autoridad o por 
un particular. Es principal toda vez que no está condicionada al ejercicio de otros mecanismos 
judiciales independientemente de que los demás sean procedentes para buscar el amparo de los 
derechos perseguidos. Los derechos exigibles a través de esta vía no son únicamente los 
establecidos en el artículo 88, ni el acápite de los derechos de tercera generación en la 
Constitución, ya que estos son relacionados únicamente de manera enunciativa y no taxativa, por 
ello, podrán ser exigibles también los expresados en el artículo 4 de la Ley 472 de 1.998, los 
enunciados en las demás normas del ordenamiento jurídico y los establecidos en tratados 
internacionales ratificados por Colombia. Los requisitos para su ejercicio son: la indicación del 
interés colectivo amenazado de violación o derecho vulnerado, la relación de hechos, actos u 
omisiones que dan lugar a la petición, las pretensiones, la indicación del presuntamente 
responsable, las pruebas, la dirección para notificaciones, y el nombre del accionante. Sin 
embargo, el Consejo de Estado amplió los requisitos adicionado los siguientes: que la acción se 
presente de manera oportuna, que se dirija contra la persona natural o jurídica a la que le sea 
atribuible la actuación u omisión que considere pone en riesgo el interés colectivo. Según la Ley 
1437 la acción popular entra como un medio de control. Es un mecanismo preferente con respecto 
de los demás procesos que conozca el juez, excepto el habeas corpus, la acción de tutela y la 
acción de cumplimiento. Para su uso no requiere el ejercicio de requisitos de procedibilidad, es 
decir, el agotamiento de los recursos en la vía administrativa es sólo opcional.  Con respecto a la 
jurisdicción y competencia es importante aclarar que la jurisdicción llamada a resolver en principio 
los asuntos de ésta naturaleza será la Contenciosa Administrativa y excepcionalmente la 
Jurisdicción Ordinaria; por su parte la competencia, radicará en los jueces administrativos y los 
jueces civiles del circuito en  primera instancia,  y  el Tribunal Contencioso Administrativo o la Sala 
Civil del Tribunal del Distrito judicial al que pertenezca el juez de primera instancia, conocerá de la 
segunda instancia (Pantoja y Mora, 2013).  
 
 Ahora bien, el procedimiento a seguir según la Ley 472 de 1.998, una vez radicada la acción 
es el siguiente: el juez competente decidirá a través de auto motivado la admisión, inadmisión o 
rechazo de la demanda. En el auto admisorio de la demanda el juez ordenará el traslado al 
demandado para que se pronuncie dentro del término fijado en la ley. En todo caso, podrá el juez 
en cualquier etapa procesal de oficio o a petición de parte, decretar las medidas cautelares que 
considere pertinentes en aras de prevenir un daño inminente o para hacer cesar el acto que las 
hubiere causado; medidas que de ninguna manera afectarán el transito ordinario del proceso. Una 
vez vencido el término del traslado de la demanda, el juez citará a audiencia de pacto de 
cumplimiento, la cual tiene por objeto establecer un acuerdo entre las partes, tendiente a la 
dejación de los actos u omisiones dañinas y que transgreden el derecho colectivo. Pacto que será 
autorizado a través de sentencia y que dará por terminado de manera anticipada el proceso. Si en 
la audiencia no se llega a un acuerdo, se procederá con la etapa probatoria, con los alegatos de 
conclusión y finalmente la emisión de la sentencia, la cual contendrá una obligación de hacer o no 
hacer y si fuere posible la orden de pagar a título de indemnización los perjuicios causados. La 
sentencia tendrá efectos de cosa juzgada respecto las partes y el público en general. Con respecto 
a este último aspecto, la Corte Constitucional en sentencia C- 622 de 2.007 (como se citó en 
Pantoja y Mora, 2013) dispuso qué: “las sentencias que resuelven los procesos de acción popular 
hacen tránsito a cosa juzgada respecto de las partes y del público en general, salvo cuando surjan 
con posterioridad a la sentencia desestimatoria, nuevas pruebas trascendentales que pudieran 
variar la decisión anterior” (p.4). En conclusión, todas las características atrás enunciadas 
muestran la naturaleza jurídica de la acción popular, su estructura desde la normatividad y la 
jurisprudencia. Aspectos que sirven de base para explicar su incidencia respecto los derechos 
fundamentales. 
 
Teoría de la conexidad de derechos: 
 
 La conexidad de derechos, entendida como el método de interpretación que indica cuándo 
un derecho puede ser tratado como fundamental sin serlo, ha sido un criterio acogido por la Corte 
Constitucional desde el año 1.992 en la Sentencia T – 492 y en la cual se expone qué los derechos 
fundamentales por conexidad son los que sin ser nominados de tal forma en la constitución, le es 
atribuible dicha naturaleza en razón de la inescindible relación con otros derechos que sí lo son, 
de tal manera que si no fueran protegidos los primeros los segundos resultarían vulnerados. 
Riveros (2010), expresa qué desde ese punto de vista, los derechos constitucionales se dividen en 
dos conjuntos: los derechos fundamentales de aplicación directa y los derechos de aplicación 
indirecta o fundamental por conexidad, aquellos que sin ser llamados de esta manera pueden 
adquirir tal condición.  La Corte Constitucional (como se citó en Riveros, 2010), expresó en 
sentencia T- 591 de 2.002 que son: 
 
aquellos que no siendo denominados como tales [es decir, como derechos fundamentales] 
en el texto constitucional […] les es comunicada esta calificación en virtud de la íntima e 
inescindible relación con otros derechos fundamentales, de forma que si no fueron 
protegidos en forma inmediata los primeros se ocasionaría la vulneración o amenaza de 
los segundos. (p.2) 
 
 La importancia de la teoría de la conexidad de derechos radica en que permite diferenciar 
el medio judicial pertinente para la protección de los intereses sean de primera, segunda o tercera 
generación. La acción de tutela es por antonomasia la llamada a proteger los derechos 
fundamentales, y la acción popular como se dijo en los acápites atrás, la encargada de velar por 
los derechos e intereses colectivos.  
 
Incidencia de la acción popular respecto los derechos fundamentales:  
 
 Cuando de la vulneración de un derecho colectivo resulte lesionado un derecho 
fundamental será procedente la tutela. El Tribunal Constitucional ha reiterado en diversas 
ocasiones qué por su naturaleza, la acción tutelar sólo será procedente para el amparo de 
derechos fundamentales, sin embargo, en aplicación de la teoría de conexidad de derechos, 
cuando por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares resulten 
lesionados derechos colectivos y ese agravio traspase al núcleo del derecho fundamental, la tutela 
podrá ser ejercida como medio para buscar la protección no solo del derecho fundamental sino 
del derecho e interés colectivo. La Corte Constitucional en sentencia T-341 de 2016, lo ha dicho 
así: “la protección de un derecho colectivo no implica, per se, la improcedencia de la acción de 
tutela, toda vez que pueden existir circunstancias que hacen necesaria la intervención urgente e 
inmediata del juez de tutela” (p.1). En consecuencia, el ejercicio de la tutela como mecanismo 
para la protección de intereses colectivos sólo será posible cuando sea visible para el juez la 
necesidad de que sea por este medio el camino eficaz para la salvaguarda de los derechos, y 
cuando quede evidenciado en el actuar procesal el cumplimiento de las subreglas generales y 
específicas que ha determinado la jurisprudencia constitucional como criterios de procedibilidad.  
Ahora bien, es claro qué por la delimitación de competencias, en Colombia se han instituido 
diversas jurisdicciones encargadas de tramitar y resolver los procesos según su competencia. 
Tenemos la Corte Constitucional encargada de los asuntos de la Jurisdicción Constitucional, la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa en cabeza del Consejo de Estado, la Jurisdicción Ordinaria 
en cabeza de la Corte Suprema de Justicia y finalmente el Consejo Superior de la Judicatura (Botero 
y Jaramillo, 2006).  
 
Recurso extraordinario de revisión y ausencia de control por la Corte Constitucional 
 
 La Ley 1285 de 2.009, dispone que: a petición de parte, de oficio, o a petición del Ministerio 
Publico, el Consejo de Estado conocerá del recurso extraordinario de revisión de las acciones 
populares con el objeto de unificar jurisprudencia. Así las cosas, el actuar popular queda 
supeditado al giro ordinario del proceso que se mencionó paginas atrás. Una vez es emitido el fallo 
en primera instancia, podrá el demandante apelar la decisión para que el superior jerárquico 
modifique, revoque o confirme la decisión tomada por el fallador de primera instancia. Una vez 
queda en firme la sentencia que disponga el amparo o no de derechos colectivos con incidencia 
en los derechos fundamentales, la decisión dará tránsito a cosa juzgada y no podrá ser revisada 
nuevamente por ningún otro juez a no ser que sobrevenga una prueba determinante no tenida en 
cuenta en el proceso y dé merito suficiente para hacer un cambio en la decisión. De tal manera, la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa al ser en principio la única competente para dirimir los 
conflictos populares excluiría de manera automática y en virtud del principio de autonomía 
funcional del juez, la posible revisión por parte de la Corte Constitucional del fallo emitido, pese a 
que se encuentren en conflicto derechos fundamentales. Entonces, si las acciones populares están 
destinadas a la defensa de derechos de tercera generación y son merecedores de defensa 
constitucional, independientemente que la decisión recaiga en otras jurisdicciones, ello no es 
óbice para excluir de competencia al Tribunal Constitucional. Eduardo (2002) afirma:  
 
No obstante que el conocimiento de estas acciones corresponda a la jurisdicción ordinaria, 
su inclusión en el sistema de control de constitucionalidad se justifica, ya que mediante 
ellas se busca, en concreto, preservar y defender derechos e intereses que la propia 
Constitución prohíja en su texto. 
 
Ahora bien, el único medio judicial con el que cuenta el actor popular después de ejercida 
la acción ante el juez natural para revertir las órdenes impartidas en una sentencia y a falta de una 
prueba sobreviniente, es la tutela contra providencia judicial. Proceso que como lo ha dicho la 
Corte Constitucional en sentencia T- 008 de 1.998, debe cumplir con los requisitos especiales para 
su procedencia. Sin embargo la problemática que surge por su ejercicio es que el actor puede 
encontrarse ante la situación denominada “choque de trenes”, que según (Botero y Jaramillo, 
2006) pese a las órdenes impartidas por la Corte,  han existido casos en los que algunos tribunales 
de cierre rechazan dichas instrucciones aun cuando: las sentencias no hacen tránsito a cosa 
juzgada hasta que haya vencido el término de caducidad que se fije para poder entablar una acción 
de tutela contra ellas” (Botero y Jaramillo, 2006, p.63). 
 
Para concluir, la acción popular es el medio instituido por la ley que busca especialmente 
la protección de derechos colectivos aun cuando de la observancia del proceso se tenga que por 
conexidad un derecho de carácter fundamental pueda ser lesionado. En tal caso, cuando del 
actuar popular, el fallo emitido no resuelva el derecho fundamental, el demandante deberá acudir 
a la acción tutelar quedando la acción popular incapaz de resolver la situación en particular. Por 
consiguiente, si la Corte Constitucional solo tiene la facultad de revisar fallos de tutela y no los 
emitidos con ocasión a la acción popular, existe un riesgo inminente para la violación de derechos 
y principios con contenido constitucional. El único medio judicial con el que cuenta el afectado 





POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS A LOS HABITANTES DE LA COMUNA SAN 
JOSE. 
 
 La figura jurídica de los Macro-proyectos de Interés Social Nacional, tiene sus orígenes 
en la Ley 1151 de 2.007 (Plan Nacional de Desarrollo 2.006-2.007). Su regulación legal estuvo a 
cargo del Gobierno Nacional, mediante el Decreto 4260, el 2 de noviembre de 2007. El Macro-
proyecto  “San José” de Manizales, fue adoptado mediante la resolución Nro. 1453 el 27 de julio 
de 2.009 expedida por el Ministerio de  Ambiente y se hizo en virtud de motivos de utilidad pública. 
Su objeto es la renovación urbana y la transformación del entorno urbano, económico y social del 
sector. 
 
 Según Villamil, Cañón & Moya (2014) el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) es una 
herramienta que tiene como principal objetivo ordenar, organizar y gestionar el territorio 
municipal o distrital a largo plazo, permitiendo además de la ocupación, la utilización y 
trasformación del espacio físico con el fin de estudiar  aspectos relativos a  la economía, la 
educación, la protección del medio ambiente, el comercio y la vivienda. La Ley 388 de 1.997 que 
reglamenta el Plan de Ordenamiento Territorial, establece los conceptos básicos y los términos 
sobre los cuáles se debe abordar el ordenamiento territorial, los principios generales que se deben 
tener en cuenta y define los propósitos que debe cumplir el urbanismo en virtud de la función 
pública.  El  Municipio de Manizales a través del  Concejo Municipal, elaboró mediante el Acuerdo 
508 de 2.001 su primer POT el cuál buscaba la implementación de una nueva metodología de 
ordenamiento territorial, pero en palabras de los autores el implementado “no satisfizo las 
necesidades reales del municipio” 
 
 Pese a lo anterior, se concibió el Macro-proyecto San José en la ciudad de Manizales en 
el año 2.007 como una verdadera solución que acabaría con el déficit de vivienda, pero ha surgido 
una problemática, ha recibido serios cuestionamientos, porque en su aplicación y desarrollo, 
según García (2015)  “ha sido un Macro-desastre”, en el entendido que se ha caracterizado por un 
fuerte incumplimiento recurrente de la ley, y un quebrantamiento sistemático de derechos 
fundamentales, sociales, públicos y colectivos consecuencia de la falta de planeación urbana, 
irregularidades contractuales y  la debida reubicación de la comunidad en un sector digno. 
 
De lo anteriormente enunciado,  es importante  hacer mención que actualmente dentro 
de la Comuna San José (Manizales) se evidencia el problema principal en cuánto el déficit de  
vivienda el cuál  gira en torno al modo de producción capitalista en todos los tiempos, dónde  
según Marx & Engels (1845-1846) se ha evidenciado una clase dominante que oprime y explota a 
otra clase, motivo por el cual el elemento central es que el planteamiento ideal del derecho de la 
vivienda no puede ser visto como una teoría cierta si no está en el marco de la lucha de clases, 
porque dicha problemática afecta de manera directa el concepto de ciudad y analizando sucesos 
históricos en el siglo XIX en Europa y actualmente en América latina, la ciudad se conforma en 
función del esquema del desarrollo industrial y la fuerza productiva, lo que implica la explotación 
de trabajadores de los cuales apropian la fuerza de trabajo que genera riqueza para unos cuantos 
y pobreza para la mayoría.  
En Colombia, el concepto de renovación urbana quedó inmerso en la Ley 9 de 1.989 
(Congreso de la Republica 1.989) y su objetivo principal era reorganizar el espacio físico como 
mejorar la calidad de vida de los habitantes. La ley entonces entra a definir el plan de renovación 
urbana como:  
[…] los dirigidos a introducir modificaciones sustanciales al uso de la tierra y de las 
construcciones, para detener los procesos de deterioro físico y ambiental de los centros 
urbanos, a fin de lograr, entre otros, el mejoramiento del nivel de vida de los moradores de 
las áreas de renovación, el aprovechamiento intensivo de la infraestructura establecida de 
servicios, la densificación racional de áreas para vivienda y servicios, la descongestión del 
tráfico urbano o la conveniente rehabilitación de los bienes históricos y culturales, todo con 
miras a una utilización más eficiente de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para 
la comunidad. (Art. 39, Ley 9 de 1989). 
Una vez iniciado el proyecto de Renovación Urbana en San José conforme a lo legalmente 
establecido, meses después el Municipio de Manizales en cabeza de las entidades designadas4 
presentaron problemáticas de gran índole que impedirían un avance sustantivo del proyecto. Así 
las cosas, se encontraban ante un evidente incumplimiento de la ley, porque las normas jurídicas 
que crearon y sustentaron el Macro-proyecto de interés social y nacional se declararon  
inconstitucionales, al desconocer la descentralización administrativa y autonomía de los 
Municipios y Concejos Municipales en cuanto al uso del suelo y a criterio nuestro el posible 
quebrantamiento de los derechos fundamentales y colectivos al utilizar la expropiación de predios 
por motivos de utilidad pública, cambiando la naturaleza social del Macro-proyecto, por el  
desplazamiento urbano al interior de la comuna con consecuencias embarazosas, pues sus 
habitantes al ser despojados de sus viviendas se vieron afectados laboral y económicamente 
soslayando un retroceso en las “condiciones dignas” de vida de los habitantes del sector. 
 
4 Entiéndase como entidades designadas para tal fin el  Ministerio de Ambiente, Vivienda, 
Desarrollo Territorial, y el Municipio de Manizales. 
Tibaijuka (2010) ha referenciado que los desplazamientos urbanos han surgido como una 
nueva “dimensión” frente a las problemáticas que nos enfrentamos al momento de satisfacer las 
necesidades de los desplazados y refugiados. Este fenómeno interrumpe la vida familiar, social de 
los desplazados y el tejido social de las comunidades, pues bien, el desplazamiento urbano está 
exacerbando el grado de vulnerabilidad de aquellas personas que ya eran habitantes de escasos 
recursos en las ciudades.  
Esto a la larga genera además de afectaciones generales en la ciudad, fuertes 
consecuencias frente a quienes han sido desplazados, pese a que peligra no solo el vivir en 
condiciones dignas, sino que se ve afectada la capacidad de planificar el futuro en cuánto no 
pueden laborar como normalmente lo hacían. Así las cosas, la dinámica de la migración urbana 
plantea problemáticas radicales especialmente cuándo se produce por coacción. Las dificultades 
económicas, el desempleo, el gran aumento de pobreza y la insatisfacción del derecho a la vivienda 
por parte de los residentes  de la Comuna San José consecuencia del Macro-proyecto, son razones 
que ameritan la protección urgente de sus derechos. 
 
Acciones populares tramitadas y derechos invocados. 
Fruto de estas acciones violatorias de  derechos individuales y colectivos, los moradores  
de la comuna San José en representación de Fernando Álzate Mejía y otros, Elkin de Jesús morales 
y otros instauraron en el año 2.011 y 2.013 dos acciones  populares contra el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, Municipio de Manizales, Empresa de Renovación Urbana de 
Manizales, Infimanizales y Aguas de Manizales con el objetivo de que se les garantizarán algunos 
derechos colectivos y del medio ambiente  consagrados en el artículo 4 de la ley 472 de 1.998, 
debido a  que las obras ejecutadas por las mencionadas entidades estaban  afectando de una 
forma radical sus unidades habitacionales y así mismo las de terceros. Sentando esto, los derechos 
invocados en las acciones populares como vulnerados, consecuencia de la ejecución de las obras 
del denominado “Macro-proyecto” San José son: 
a). El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley 
y las disposiciones reglamentarias. 
g). La seguridad y la salubridad públicas 
l). El derecho a la seguridad y prevención de los desastres previsibles técnicamente. 
m). A la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 
disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 
vida de los habitantes. 
En tal sentido, frente a  la posible ausencia de legislación y tal vez de jurisprudencia respecto a la 
problemática central, por virtud del principio de analogía jurídica podemos indicar  que los 
derechos fundamentales vulnerados conforme al  criterio de conexidad  son :  
El derecho al goce de un ambiente sano: se halla estipulado en el artículo 79 de la 
Constitución, pero se suele entender doctrinariamente como la “interrelación de los elementos 
biofísicos entre sí”, conformado un ecosistema y el impacto que el ser humano puede generar en 
el mismo (Sánchez –Supelano citando a Amaya-Navas, 2000). La Constitución Política de Colombia, 
contiene   una serie de normas  y  principios  que la han reconocido y caracterizado  como una 
constitución “ecológica”, lo que sintetiza que la defensa  y protección del medio ambiente sano es 
un objetivo primordial en la estructura de un Estado Social de Derecho. En el caso objeto de 
estudio, los procesos de demolición de viviendas, la acumulación de basuras y la contaminación 
en todos sus aspectos (visual, auditiva, etc.) Fruto de la implementación del Macro-proyecto 
mencionado, se generaron afectaciones tanto colectivas como individuales a los miembros de la 
sociedad; presentando vulneración no solo de los derechos colectivos de los habitantes sino 
también a sus derechos fundamentales,  como el derecho a la vida en condiciones dignas, la Salud, 
integridad personal y  la circulación libre. Lo hasta aquí mencionado, refiere qué, aunque el 
derecho a gozar de un ambiente sano no es consagrado como un derecho fundamental sino como 
un derecho colectivo, su violación o afectación en algunos casos puede ser tomado en conexión 
con ciertos derechos fundamentales.  
El derecho a la seguridad y la salubridad pública; se puede definir como la atribución que 
sustenta la existencia de algunas condiciones que hacen posible para el ser humano una vida digna 
y estable, tales como la prestación del servicio de acueducto y alcantarillado, recolección de 
basuras, las condiciones de los alimentos en el mercado, la existencia de ambiente adecuado para 
laborar, y el mantenimiento y control sobre la contaminación de los recursos naturales. En el caso 
de la Comuna San José los procesos de demolición de viviendas y ejecución de obras públicas 
ocasionaron la suspensión indiscriminada de servicios públicos, la acumulación de basuras y 
escombros, el cierre de establecimientos de comercio y vías peatonales y vehiculares, que 
generaron afectaciones tanto colectivas como individuales a los miembros de la sociedad; las 
afectaciones a los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, la paz, la circulación 
libre, son solo unos ejemplos del impacto a la seguridad y salubridad del sector. 
El derecho a la seguridad y prevención de los desastres previsibles técnicamente se define 
según la Ley 1523 de 2.012  como aquel proceso social que está a cargo de las entidades públicas 
y privadas orientado a la formulación, ejecución, evaluación  de políticas, programas y acciones 
permanentes que conozcan el riesgo, lo reduzcan y prevengan desastres con el propósito de 
contribuir a la seguridad, bienestar, desarrollo sostenible y calidad de vida de las personas  de 
modo tal que sea posible garantizar  sus derechos e intereses colectivos. Con ocasión al Macro-
proyecto implementado en la Comuna San José se puede ver vulnerado este derecho toda vez  
que  las condiciones en que se encuentran las viviendas no garantizan la seguridad de sus 
habitantes, comprometiéndose de tal forma la integridad física y moral, la calidad de vida, y la vida 
de las personas, además afectando los derechos fundamentales la circulación libre de los que allí 
residen, pues las edificaciones se encuentran en peligro latente de derrumbarse. Después de 
mencionar que la Ley 1523 señaló unas competencias y deberes para que las autoridades y 
entidades públicas coadyuvaran a la reducción de riesgos y desastres, es importante resaltar que 
el Municipio cuenta con los mecanismos necesarios para para procurar la reubicación de los 
habitantes de San José que actualmente se encuentras en zonas propensas a derrumbes y 
deslizamientos, en zonas apropiadas.  
El derecho a la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes se define según la sentencia C 145 de 2015  como el derecho 
colectivo que debe constatar en todo momento que la realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos, sean concebidos conforme a la normativa debidamente 
establecida proporcionando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes. En el 
caso expuesto de la Comuna San José, la comunidad se encuentra afectada  a nuestro juicio en los 
derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, la paz, la circulación libre,  y el trabajo. 
El Macro-proyecto debía garantizar la calidad de vida de los habitantes, sustentado en el respeto 
a la dignidad humana y con el único fin de servir de referente a la satisfacción de las necesidades 
de la comunidad, objetivos que nunca se cumplieron y por el contrario irrumpieron  la tranquilidad 
y bienestar de los habitantes. En nuestro observar detallamos la falta de planeación urbana, el 
desorden administrativo y la violación a la calidad de vida de los habitantes. Así pues, frente a las 
condiciones de vivienda en general, se percibió un desmejoramiento en lo relativo a las 
condiciones de área y servicios en el sector afectado por las demoliciones, inseguridad y 
problemas de salubridad.  
A su vez, el caso emblemático del fallido Macro-proyecto de San José de Manizales generó 
violaciones sustanciales al preámbulo y algunos principios fundamentales de la Constitución 
Política de Colombia, entre ellos el respeto de la dignidad humana, el trabajo y la solidaridad de 
las personas en pro del interés general que merecen ser revisadas y demandadas en beneficio de 
una comunidad discriminada por decisiones del mismo Estado que está llamado a proteger los 
derechos fundamentales y colectivos. 
En el preámbulo de la norma constitucional, se establece de manera taxativa “asegurar a 
sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad 
y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, 
económico y social justo…”.  
El artículo 1, define a Colombia como un Estado Social de Derecho que debe actuar bajo 
principios de “respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 
integran y en la prevalencia del interés general”.    
En el Artículo 2, determina los fines esenciales del Estado:  
“servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo” 
En el Artículo 4, se sustenta la relevancia de la Constitución en un Estado Social de Derecho: 
“La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la 
ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”. 
Una vez surtido el proceso y aplicadas las normas procedimentales enmarcadas en el ya 
enunciado capítulo primero del presente trabajo investigativo, el juez popular administrativo dio 
resolución a los casos de la siguiente manera:  
La falta de pruebas y la deficiente argumentación jurídica en cabeza de la parte 
demandante al momento de presentar la acción popular por Fernando Alzáte con radicado No 17-
001-23-00-000-2011-00169-00 ante el Tribunal Administrativo de Caldas, derivó en un fallo que 
solamente reconoce uno de los derechos colectivos (El derecho a la seguridad y prevención de los 
desastres previsibles técnicamente) de los cuatro (4) derechos colectivos incoados.  
Por su parte, la acción popular con radicado 17-001-23-00-000-2011-00630-00 presentada 
por Elkin de Jesús Morales ante el Tribunal administrativo de Caldas en el año 2.012 culminó con 
la audiencia de pacto de cumplimiento celebrada el 09 de octubre del mismo año, donde las 
entidades demandadas expresaron su compromiso y disposición de proporcionar a los habitantes 
de la comuna San José todas las medias y atenciones necesarias para mitigar el riesgo al que se 
vieron expuestos.  
En últimas, una vez observados los dos tramites populares, los hechos que dieron origen 
al actuar de los demandantes, los trámites surtidos dentro del proceso y las conclusiones emitidas 
por parte del Tribunal Administrativo de Caldas, notamos que además de la falta de  
acompañamiento y asesoramiento de carácter técnico que permitiera a los accionantes esbozar 
sus necesidades desde la técnica jurídica apropiada respecto las pruebas, es evidente que en el 
actuar popular se propendió por dar aplicación más que del derecho sustancial, el derecho 
procedimental. Si bien los accionantes sólo lograron el amparo de uno de los derechos invocados 
en unas de las demandas y en la otra, la administración hizo una aceptación tácita de una posible 
vulneración de derechos colectivos, lo que se pretende a través de éste texto es obviar que de los 
derechos colectivos invocados es posible prever de manera sencilla la transgresión de derechos 
fundamentales con ocasión a la ejecución del Macro-Proyecto San José debido a la realidad 
expuesta por el contexto social que allí se evidencia.  
Agotadas todas las instancias jurídicas para para velar por la protección de los derechos 
colectivos de la comunidad, solamente quedaría la opción de una posible revisión ante el Consejo 
de Estado, y en el evento de los derechos fundamentales, las acciones de tutelas que presenten 
individualmente los habitantes afectados de manera directa, más nunca por el actuar popular. 
Surge la pregunta: ¿Es justo que una comunidad afectada por decisiones estatales, tanto en sus 
derechos colectivos como en sus derechos fundamentales, continúe en un estado de violación 
constante de sus derechos y la respuesta de los órganos judiciales sean decisiones netamente 
formales y no de derecho sustancial? 
 
CAPITULO III 
AUSENCIA DE REVISIÓN POR EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y SUS IMPLICACIONES 
RESPECTO LA POSIBLE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES Y PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES 
 La jurisdicción constitucional ha sido entendida como la facultad entregada a un tribunal 
independiente de los demás órganos capaces de ostentar poder, encargada de velar por el 
cumplimiento de la constitución. Alemán (2009) refiere que su objetivo es garantizar el respeto 
de los derechos fundamentales, la observancia y cumplimiento de las normas que fijan la 
limitación y distribución del poder y conservar la dignidad humana a través de la resolución de 
procesos que indirecta o directamente buscan su amparo. Históricamente han existido diversas 
teorías que explican si existe necesidad o no de crear un tribunal constitucional en aras de la 
salvaguarda del texto superior. Kelsen (como se citó en Alemán, 2002) refiere que la justicia 
constitucional tiene la labor de protección de la constitución, y por ello, es necesario entregar a 
un tribunal o corte constitucional los asuntos de su competencia para que sea guardián del texto 
superior de acuerdo con un estatuto que indique su estructura, funcionamiento y facultades. Por 
otra parte, Schmitt (como se citó en Alemán, 2002) indica que el llamado a velar por la supremacía 
constitucional no es el tribunal constitucional sino el Jefe de Estado, quien al ser elegido a través 
del voto popular adquiere una postura imparcial respecto los demás poderes públicos y con ello, 
la capacidad de actuar como una parte verdaderamente neutral.  
En Colombia, la Corte Constitucional fue creada gracias a la constituyente de 1.991 y es 
llamada a integrar la denominada justicia constitucional cuya labor es asegurar la guarda, 
integridad y prevalencia de la constitución. Sus funciones se encuentran establecidas en el artículo 
241 de la constitución política, entre ellas encontramos las siguientes: Decidir sobre la 
inconstitucionalidad de los actos reformatorios de la constitución, conocer sobre la 
constitucionalidad de la convocatoria a referendo o una asamblea constituyente para reformar la 
constitución, resolver la constitucionalidad de referendos, plebiscitos y consultas populares; 
decidir la constitucionalidad de las normas, decretos legislativos y decretos ley, conocer las 
excusas de que tratan en el artículo 137 constitucional, resolver la constitucionalidad o no de los 
proyectos de ley que han sido objetados por el presidente como inconstitucionales, revisar los 
fallos de las acciones de tutela que versan sobre derechos constitucionales, y decidir sobre la 
exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueban. Así pues, la corte 
constitucional cumple su principal objetivo que según Alemán (2009) es: “posibilitar y garantizar 
el ejercicio del derecho fundamental de las personas a la integridad y primacía de la Constitución” 
(p.10) 
De las funciones atrás anotadas daremos especial importancia a la revisión de los fallos de 
tutela que versan sobre la afectación de derechos fundamentales. Cifuentes (2002) refiere que la 
acción de tutela es el mecanismo constitucional implementado para la protección de derechos de 
primera generación cuando por acción u omisión del Estado o particulares, los intereses 
fundamentales de los asociados se vean amenazados o efectivamente vulnerados. Aunque en 
principio solo cobija derechos fundamentales, su aplicación se ha extendido a otra clase de 
derechos en aplicación de la teoría de conexidad que implica la íntima relación de un derecho 
fundamental con otro que no lo es y que por determinadas circunstancias permite ser alegado 
bajo este trámite. Es subsidiaria puesto que exige la acción de otros medios judiciales excepto 
cuando se trate de evitar un perjuicio irremediable. Procede contra sentencias judiciales siempre 
y cuando en el proceso se haya incurrido en una vía de hecho, es decir, la sentencia se haya emitido 
aún bajo los presupuestos de una flagrante violación de derechos fundamentales. Es resuelta en 
única instancia y en sede de impugnación por el juez constitucional, sin embargo, la Corte 
Constitucional en su facultad de revisión, puede a su arbitrio conocer de dichos procesos. Respecto 
la revisión, la Corte Constitucional a través de sentencia T – 37 de 1996 ha sostenido lo siguiente:   
Se trata (...) de una atribución libre y discrecional de la Corporación para revisar los fallos 
de tutela que sean remitidos por los diferentes despachos judiciales, con el fin de unificar 
la jurisprudencia sobre la materia y de sentar bases sólidas sobre las que los demás 
administradores de justicia se puedan inspirar al momento de pronunciarse acerca de los 
derechos fundamentales dentro del ordenamiento jurídico colombiano. (Cifuentes, 2002, 
p.18) 
Ahora bien, de lo anteriormente dicho cabe afirmarse que dentro de las funciones 
asignadas por mandato constitucional a la Corte Constitucional respecto la revisión de sentencias 
o fallos emitidos por otros tribunales jurisdiccionales, no se enuncia la competencia para asumir 
los procesos que versen sobre derechos colectivos, aún bajo el entendido que a través de la tutela 
sea posible solicitar el amparo de derechos de tercera generación cuando de por medio exista la 
vulneración de un derecho fundamental. Las facultades del tribunal constitucional se encuentran 
plenamente delimitadas y si bien una de sus atribuciones va encaminada a la realización de 
derechos fundamentales, nada se ha dicho acerca de la posibilidad de la revisión de otros procesos 
que también son constitucionales pero que versan sobre otra clase de derechos. Por lo cual, 
resulta imperioso estudiar si de la ausencia de revisión de la corte constitucional de los fallos 
emitidos por el juez popular existe la posible vulneración de algunos derechos fundamentales que 
guardan íntima relación con los derechos colectivos que fueron exigidos a través de las acciones 
populares radicadas por los habitantes de la Comuna San José de Manizales con ocasión a la 
ejecución del Macro- Proyecto de Interés Social.  
Derecho Fundamental de la Dignidad Humana: Ha sido entendido bajo tres lineamientos 
básicos y diferenciables: 1. La facultad de elaborar un proyecto de vida y determinarlo según sus 
características. 2. Las condiciones materiales específicas que permiten la existencia del ser 
humano. 3. La intangibilidad de bienes extrapatrimoniales que permiten vivir de manera íntegra 
tanto física como moralmente. Así que la dignidad humana es para la Corporación un principio, un 
valor y un derecho fundamental. (Corte Constitucional, Sentencia T- 881 de 2002). Este derecho 
tiene relación con aspectos específicos y que son atribuibles al ser humano; primero la posibilidad 
de materializar un proyecto de vida que se determina según la elección de la persona, unas 
condiciones de vida cualificadas que permiten el desarrollo del proyecto de vida y la integridad 
espiritual y física que permiten la materialización de dicho proyecto de vida. No se trata pues de 
las condiciones humanas que permiten únicamente la sobrevivencia sino la concurrencia de 
elementos cualificados que brindan al ser humano una existencia en condiciones íntegras y que 
permiten su desarrollo físico y moral.  
Derecho a la Vivienda en Condiciones Dignas: La Corte Constitucional en sentencia T- 149 
de 2.017 refiere qué si bien la Corporación estableció algunos deberes impuestos por el Estado 
respecto al derecho a la vivienda en la sentencia C- 936 de 2.003, allí no se consignan los 
elementos que permiten distinguir el núcleo esencial del derecho. Por tal razón, es necesario 
acudir al Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales - artículo 11, en el que 
se equipara el término vivienda adecuada con vivienda digna y que para su configuración es 
necesario que concurran 7 elementos a resaltar: “a) seguridad jurídica de la tenencia; b) 
disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura; c) gastos soportables; d) 
habitabilidad; e) asequibilidad; f) lugar y g) adecuación cultural” (p.24). Es decir, no se trata 
únicamente del derecho a adquirir un bien inmueble, sino que cumpla con las condiciones 
mínimas de dignidad, debe ser un sitio adecuado para que las personas puedan desarrollarse, 
debe ser un lugar habitable en el que el ser humano esté protegido del frio, humedad, calor, lluvia 
u otros riesgos que produzcan alguna enfermedad y debe ser un sitio que garantice la integridad 
y seguridad personal.  
Derecho a la Integridad Personal: Es aquel que abarca la salud física, mental y el equilibrio 
sicológico del ser humano. Tiene relación directa con el derecho a la vida y la dignidad humana. La 
Corte Constitucional en sentencia T- 428 de 1.998 (como se citó en la Sentencia SU – 200 de 1.997) 
la relaciona como “la preservación del sujeto en sus componentes físicos, sicológicos y espirituales, 
los cuales se hallan integrados en un conjunto armónico que justamente constituye la esencia del 
ser humano” (P.5). 
Derecho a la Salud - Ambiente Sano:  El derecho a la salud ha sido fijado por la Corte 
Constitucional en sentencia T– 020 de 2.017 como la potestad de toda persona de mantener en 
estado de bienestar su funcionalidad física y mental y de restablecerla cuando exista alguna 
perturbación orgánica de su ser.  Por su parte la sentencia T-154 de 2.013 (como se citó en la 
sentencia C-671 de 2001), ha dicho que el derecho al ambiente sano no se puede escindir del 
derecho a la salud y la vida, ya que, si el medio ambiente resulta perturbado, los daños recaen 
sobre los seres humanos e implican una transgresión del derecho fundamental a la vida e 
integridad personal de la humanidad.  
 Por tanto, al evaluarse los fundamentos fácticos y jurídicos esbozados por los demandantes 
en el ejercicio de la acción popular derivada de la expropiación en la Comuna San José de la ciudad 
de Manizales, cabe concluirse que posiblemente el Estado incurrió en la vulneración de los 
derechos atrás citados porque a pesar que el carácter de los derechos solicitados no cobran 
naturaleza iusfundamental, gracias a el ejercicio interpretativo se puede concluir que existe un 
relación directa entre los derechos de tercera y primera generación solicitados en las demandas. 
Respecto la dignidad humana; en tanto que el desarrollo del proyecto de vida se pudo afectar ya 
que las condiciones materiales para su concreción fueron alteradas. Respecto a la vivienda digna, 
porque con las operaciones ejecutadas se vieron obligados a realizar evacuaciones preventivas de 
su hábitat normal, obligándolos hacer cambios que trascienden desde el espacio vital para su 
hábitat hasta su núcleo cultural. Respecto la integridad personal, porque no sólo se vio amenazada 
la integridad física por el riesgo de deslizamientos sino su salud mental al ser desplazados de su 
vivienda y finalmente la salud, puesto que las demoliciones- construcciones llevaron a la 
generación masiva de escombros y con ello, la afectación del normal estado de bienestar del cual 
disponían antes de la intervención del Estado.  
Respecto a  la posible transgresión de principios constitucionales:  
La constitución política de 1.991 consignó como principio rector en Colombia, ser un 
Estado Social de Derecho, principio en el que se sustenta actualmente el Estado Colombiano. Así 
las cosas, siendo este principio una de las estructuras básicas del Estado a la par de los parámetros 
consagrados en el artículo 1 de la constitución política, las actividades estatales, particulares y el 
mismo ordenamiento jurídico deben actuar y, desarrollarse en virtud de dicho principio rector. 
Dadas las circunstancias y tomando como referente lo anteriormente planteado, consideramos 
existió una posible transgresión a los siguientes principios constitucionales: 
Dignidad humana: como principio rector se ve inmerso al interior de todos los derechos 
fundamentales contemplados en la norma suprema del actual Estado social  y Democrático de 
Derecho, bajo el entendido que son los derechos fundamentales los que ponen en evidencia la 
real trascendencia del principio en mención. Además de ser un precepto fundante en el estado 
actual, es un principio que obliga tanto a los particulares como a los entes estatales a actuar bajo 
unos supuestos mínimos de convivencia y tolerancia con el fin de dar aplicación a los postulados 
de igualdad, solidaridad y debido proceso. El concepto de dignidad humana se entiende según 
Gómez (2013) como la libertad de elección de una vida o un modelo de plan de vida en el marco 
de las condiciones sociales en las que el individuo se desenvuelve y su objetivo principal en 
palabras de Velasco (2013) es la protección de la persona, entendida esta  como un ser único e 
irrepetible, es decir, el ser humano es único en relación con otros seres vivos,  en este sentido, el 
principio constitucional de dignidad humana  limita las relaciones de poder y por ende debe 
aplicarse como una “pauta de interpretación”  con  fuerza normativa.  Este principio constitucional 
en el caso concreto se puede ver transgredido en el entendido que de no haberse adoptado las 
medidas necesarias en un plazo razonable para la realización y culminación efectiva del Macro-
proyecto San José, se presentaron graves consecuencias que impedían el acceso a la vivienda en 
condiciones dignas de los habitantes del sector, y el derecho a goce y disfrute de bienes muebles.  
Principio de Participación: este principio en un estado Social y Democrático de Derecho, se 
manifiesta no solamente en las decisiones políticas, sino sociales basado en el pluralismo, 
tolerancia y responsabilidad que adquieren todos los ciudadanos al momento de tomar decisiones 
que los afectan de manera colectiva, así pues, los ciudadanos cuentan con la faculta constitucional 
expresa de hacer parte en las decisiones que directa o indirectamente afecten su vida, conforme  
a los postulados de una democracia participativa. En la sentencia C- 379 de 2016, se define como 
además de un principio, un deber que faculta a los ciudadanos para que estos se hagan presentes 
en las dinámicas sociales que involucran intereses colectivos. Como lo afirma Bobbio (1986) las 
sociedades modernas se encuentran actualmente en la búsqueda de los medios ideales que 
conlleven a la materialización real de la democracia y conforme a esto, la democracia política se 
extienda a la sociedad. Partiendo de esto, el principio de participación se ve transgredido toda vez 
que no  se consultó previamente a los habitantes de la Comuna,  para que estos  obtuvieran y se 
empaparan de  unos  conocimiento por lo menos  básicos en cuánto a la  evaluación, formulación, 
ejecución  y tal vez  posibles consecuencias que devendrían de la implementación del Macro-
proyecto, a sabiendas que podrían verse vulnerados o afectados por la decisión unilateral del 
estado,  derechos e intereses no solo de un individuo, sino de una colectividad.  
Primacía de los derechos inalienables Según Tovar (2004), el artículo 5º de la Constitución 
política de 1.991 determina que el Estado Colombiano  reconoce, sin discriminación alguna, la 
primacía de los derechos inalienables de cada persona. Esta pauta constitucional implica una 
mirada  al fundamento de derecho y del Estado (la dignidad humana).  En este sentido, el  
reconocimiento expreso de la corriente Ius natural permite colegir que la persona en sí es un actor 
que amerita  especial protección en la vida institucional, con un  gran impacto en el derecho 
colombiano y por lo tanto, el Estado y sus autoridades se encuentran a su servicio (artículo 2 y 
123). La concepción de derechos inalienables reconoce que los derechos en un estado social son 
pertenencias del ser humano, es decir, le son propios, están en él y por ello deben tener una 
especial protección. Además, ha de decirse de una vez, que los derechos son concebidos como 
unas  limitaciones al Estado, al ejercicio de su poder .Lo inalienable por su parte es inajenable, por 
ende, no  es sujeto de negocio. Estas características se muestran como anteriores al surgimiento 
del Estado. El principio de primacía de los derechos inalienables fue desconocido con la ejecución 
del Macro-proyecto San José de Manizales, porque no se protegió ni se amparó los derechos 
fundamentales de sus habitantes. También, se desconoció la función social y ecológica de la 
propiedad, al emplear las  expropiaciones  de predios por motivos de utilidad pública, cambiando 
la naturaleza social del proyecto, ocasionando un gran desplazamiento urbano al interior de la 
ciudad, con consecuencias nefastas para los habitantes. Este desplazamiento, vulnera derechos 
fundamentales e inalienables como la vida, la salud, la dignidad humana y el acceso a tener una 
vivienda en condiciones  dignas. 
 
Supremacía constitucional:  Principio consagrado en el artículo 4 de la Constitución Política 
de Colombia, que implica que la Carta Superior de cualquier estado democrático está por encima 
de todo el ordenamiento jurídico nacional. Kelsen (1982) acuñó este principio en su teoría de la 
Norma Base Fundamental, donde explicó que la jerarquía normativa tiene su máximo 
representante en la Constitución. Por su parte, Garzón-Buenaventura (2014) conceptúa que la 
Constitución establece la producción y el sistema jerárquico normativo, se centra  en un criterio 
de validez jurídica, lo que se traduce en  el esfuerzo del positivismo jurídico, donde es necesario la  
existencia de  un mandato de jerarquía normativa que funja como el “prisma dogmático” y formal 
del Estado. En las acciones  populares estudiadas y la problemática objeto de estudio se identificó 
que fueron notorias las masivas  afectaciones de los derechos fundamentales y constitucionales 
de los habitantes del sector, lo que de entrada vulnera y transgrede  el principio de  supremacía 
constitucional  en vista de que  consecuencia de la implementación y la ejecución fallida a la fecha 
del Macro-Proyecto, se evidenciaron especiales circunstancias de debilidad, vulnerabilidad e 
indefensión en los miembros de la comunidad. 
 
Consecuencia de lo anteriormente planteado, respecto a la posible vulneración de 
derechos y principios constitucionales consecuencia de la ausencia de revisión del tribunal  
constitucional en los fallos incoados por los habitantes de la Comuna San José, es  viable hablar de 
unas afectaciones  en el ámbito social, pues los efectos esperados  por la comunidad  derivados 
de la implementación de Macro-proyecto no se surtieron, toda vez que si se pretendía mejorar la 
calidad de vida de los habitantes el efecto fue totalmente opuesto. Los impactos sociales más 
significativos en la comunidad de San José son los siguientes: Desplazamiento urbano forzado 
masivo a otras comunas de la ciudad de Manizales, a su vez la reubicación de la población en áreas 
urbanas densamente pobladas, sin medios de trasporte y en condiciones extremas de 
hacinamiento (Barrio San Sebastián), cierre de establecimientos comerciales legales, aumento de  
pobreza y desempleo de la comunidad que vivía de micro y medianas empresas. Según Álvarez 
(2013) se presentó como consecuencia del Macro-proyecto un abandono total por parte del 
Municipio en lo que concierne a la  prestación de servicios públicos, pues las demoliciones y 
expropiaciones de inmuebles ocasionaron cortes de servicios de acueducto y alcantarillado, 
energía eléctrica y generación de basuras. 
A su vez, aumentó la inseguridad en el sector ante el abandono de inmuebles no demolidos 
pero expropiados con amenaza de ruina.   Pese a esto, la problemática sigue latente y se  evidencia 
en la actualidad, según Villamil, Cañón & Moya (2014) se presentan  afectaciones a la salubridad 
pública de los habitantes que aún residen  en la comuna, ya que ante la declaratoria de 
inconstitucionalidad de los Macro-proyectos en la Sentencia C-149 de 2.010 que desfinanció 
totalmente el proyecto , la mayoría de barrios del sector no fueron directamente afectados con 
expropiaciones ni desalojos pero si sufren las consecuencias nefastas de la inadecuada prestación 




Ante la ausencia de control por parte de la Corte Constitucional respecto los fallos emitidos 
por la Jurisdicción Contenciosa administrativa, con ocasión al ejercicio de la acción popular 
derivada de la expropiación en la Comuna San José de la ciudad de Manizales durante el periodo 
2013 - 2018, surgieron diversos efectos de carácter jurídico y social que se dilucidaron a lo largo 
del presente artículo de investigación y se concretan a continuación: 
La expropiación surtida por la ejecución del Macro-Proyecto de Interés Social Nacional para 
el Centro de Occidente de Colombia denominado San José, más que estructurar una plataforma 
para alcanzar la transformación urbanística y mejorar los indicies en la calidad de vida de los 
habitantes de dicha zona, quienes históricamente han sido golpeados por la pobreza y la extrema 
pobreza, lo que generó fue el desplazamiento urbano que indujo a la vulneración masiva de 
derechos de primera, segunda y tercera generación. Dicha violación flagrante de postulados 
constitucionales conllevó a algunos de sus habitantes al ejercicio de diversas acciones 
administrativas y judiciales tendientes a la protección de sus derechos, entre ellas, el ejercicio de 
la acción popular. La resolución de dichos procesos no nos muestra otra cosa, más que la 
prevalencia del derecho formal y no sustancial, en tanto que los jueces administrativos se vieron 
imposibilitados de amparar los derechos colectivos por quedar el proceso investido de incapacidad 
probatoria. Aun cuando de dichas decisiones se viera reflejado una posible transgresión del 
contenido constitucional.  
La acción de tutela es un mecanismo constitucional instituido para la protección de 
derechos esencialmente fundamentales, es un instrumento de naturaleza subsidiaria que implica 
para su ejercicio la observancia de otros medios judiciales capaces jurídica y materialmente de 
amparar los derechos invocados a través de ésta.  Así que, su uso será pertinente sólo cuando los 
demás medios sean insuficientes o cuando de la amenaza o violación del derecho fundamental 
por parte del Estado o del particular se desprenda un perjuicio de carácter inminente e 
irremediable y se utilice como mecanismo transitorio. Por tanto, cuando de derechos colectivos 
se esté hablando, y el actor pretenda la protección de un derecho de tercera generación que 
trasciende a la esfera del derecho fundamental, en todo caso deberá acudir inicialmente a la 
acción popular; lo que obliga en ultimas a que establezca de manera técnica y previa si el 
mecanismo popular tiene la capacidad de amparar el derecho fundamental, ya que ante su 
ineficiencia el demandante podrá acudir a la acción tutelar.  
En principio, la acción tutelar solo opera para la protección de derechos fundamentales, 
sin embargo, cuando por la teoría de la conexidad un derecho colectivo resulte transgredido y de 
su afectación resulte vulnerado un derecho fundamental, la acción de tutela será procedente; en 
dicho caso, el juez competente para su resolución en única instancia y en sede de impugnación 
será el juez constitucional, lo que faculta a la Corte Constitucional para realizar su eventual 
revisión, sin embargo, cuando del actuar popular se desprenda la protección del derecho 
fundamental, el juez popular no sólo conocerá del asunto colectivo sino que también y de manera 
innata adquirirá competencia constitucional para resolver el derecho fundamental y exonerará a 
la Corte Constitucional de su eventual revisión, aun cuando el derecho iusfundamental haya sido 
decidido de plano, en favor o no del actor.  
La acción popular en algunos casos resulta idónea para la salvaguarda del derecho colectivo 
y el derecho fundamental afectado, pero en otros es insuficiente para proteger el derecho de 
primera generación y que resultó violado por la afectación del derecho colectivo. Por tanto, si no 
existen argumentos para prever que la acción popular no es idónea, entonces la tutela será 
improcedente a no ser que sea usada como mecanismo transitorio, mientras el juez popular 
decide el proceso y cuando sea necesario la protección de un derecho fundamental. En dicho 
sentido, la acción de tutela será únicamente procedente cuando concurran los elementos de 
inminencia, impostergabilidad, urgencia y gravedad. En el primer caso tenemos que no hay una 
participación respecto la eventual revisión de la Corte Constitucional, mientras que, en el segundo 
sí, pero solo cuando la acción popular resulte ineficaz.  
En aquellos casos donde la acción popular es capaz de resolver asuntos fundamentales, 
porque de la decisión tomada respecto los derechos e intereses colectivos, las órdenes impartidas 
por el juez trascienden a la esfera del derecho fundamental, dicho fallo no será revisado por la 
Corte Constitucional pese a que de fondo se resolvió un derecho de carácter iusfundamental. El 
problema surge no por la decisión tomada por el juez popular sino cuando éste en el trámite 
popular niega conceder el amparo de derechos y se deja desprovistos aquellos derechos 
fundamentales que intrínseca y de manera tácita tienen una conexidad con los colectivos 
pretendidos en el actuar popular.  
 Quedó consignado en el transcurrir del presente trabajo investigativo que con ocasión a la 
acción popular tramitada ante el Tribunal Administrativo de Caldas, identificada bajo el radicado 
17-001-23-00-000-2011-00630-00, en el cual se estableció el pacto de cumplimiento derivado del 
acuerdo entre las partes y autorizado por la autoridad jurisdiccional, se evidenció que existió una 
aceptación tácita por parte de las autoridades administrativas respecto la amenaza de vulneración 
de los derechos colectivos invocados y con ello, el indicio de una posible vulneración de derechos 
fundamentales; situación que en ultimas no podrá ser examinada o revisada a la luz de la 
hermenéutica constitucional o por lo menos por el órgano llamado a la protección de postulados 
fundamentales.  
 Cuando con ocasión al fallo popular se observe que el proceso fue decidido sin la observancia 
de los criterios sustanciales, fácticos, orgánicos y procedimentales y además hubo una violación 
de derechos fundamentales, el demandante podrá utilizar la tutela contra sentencia judicial para 
que el juez constitucional modifique, confirme o revoque el fallo emitido por la autoridad 
jurisdiccional que decidió el caso en sus primeras instancias, pese a que ello origine un choque de 
trenes y un conflicto de competencias surtido entre dos jurisdicciones distintas que han decidido 
de manera distinta un mismo punto de derecho. En dicho caso, existe la posibilidad de una 
eventual revisión por parte de la Corte Constitucional, quien también tendrá la competencia de 
reemplazar o anular una decisión tomada por otro juez.  
 Las fuertes afectaciones económicas y sociales ocasionadas a los habitantes de la Comuna San 
José, los desbordantes índices de pobreza, violencia, desempleo, insatisfacción con la vivienda, 
son algunas razones que ameritan y reclaman un direccionamiento inmediato del Macro-proyecto, 
se requiere con urgencia una nueva dinámica en la empresa de renovación urbana, para que 
pueda retomar y liderar la ejecución de este. La comuna San José requiere de un proyecto de 
renovación urbana, orientado superar las condiciones de pobreza, indigencia y debilidad 
manifiesta que la caracteriza, en aras de garantizar sus derechos fundamentales y la permanencia 
de los habitantes en el sector.   
 Consecuencia de diferentes factores de vulnerabilidad presentados en la comuna San José de 
la ciudad de Manizales los derechos a la vida, a la igualdad, vivienda en condiciones dignas a las 
garantías judiciales, integridad personal, salud, se ven obstaculizados por factores provenientes al 
Macro- proyecto de renovación urbana, los cuales terminan afectando a la población sin distinción 
alguna. Las estrategias legales y financieras resultaron ineficaces en la implantación del Macro-
proyecto, permitiendo que los intereses privados primaran sobre el interés general y las 




El tópico relativo al hecho de que el Tribunal Constitucional pueda o no tener terrenos vedados 
en el ejercicio de su control constitucional y el recurso extraordinario de revisión, debe ser un 
nuevo objeto de estudio, ya que no solo debería tratarse sobre las acciones de tutela sino cuándo 
se requiera sobre temas que traten directamente con los fallos emitidos por el juez popular, 
cuando se deba decidir sobre la protección garantía y asignación de derechos colectivos que 
atendiendo al factor de conexidad ameriten la protección además de derechos fundamentales. 
 Se recomienda promover un estudio a profundidad que logre esclarecer la importancia que 
adquiere la inclusión de revisión de estas acciones en el sistema de control de constitucionalidad, 
ya que mediante ellas se busca  preservar, defender y promover los derechos e intereses que la 
Propia Constitución Política ampara en su texto, en pro de garantizar los derechos colectivos y 
fundamentales no solo de la población objeto de estudio sino en general. 
A propósito de una invitación académica,  es recomendable que  los interesados en el asunto 
consideren la posibilidad de presentar un proyecto de reforma que pretenda la  modificación   del  
artículo 241 de la Constitución Política de Colombia que trata sobre las competencias taxativas 
que se le han asignado a la Corte Constitucional,  reforma constitucional que se propone hacer 
mediante referendo tal como se establece en el artículo 374 de la Carta Magna, como mecanismo 
de participación comunitaria, con el fin  de agregar además de otras competencias  el recurso de  
revisión a fallos de acciones populares que puedan generar afectaciones a derechos 
fundamentales. Bajo el entendido que el trámite que se deberá seguir implica un número 
equivalente al 5% del censo electoral (862.350 ciudadanos para el año 2018), donde se le solicita 
al Congreso la convocatoria del referendo, lo cual se hará mediante ley, la reforma constitucional 
debe ser aprobada por más de la mitad de los sufragantes, debiendo el número de estos exceder 
de la cuarta parte del censo electoral.  
La universidad es un espacio académico y en concordancia con esto, debe generar espacios 
para la investigación y profundización de temas de importante relevancia en un estado social y 
democrático de derecho.  Desde nuestra área, y tomando como referente la preocupación 
planteada en el  desenlace del trabajo, se propone una línea de investigación dónde se  analice  
detalladamente la evolución de la Corte constitucional en Colombia , las competencias asignadas 
por mandato constitucional  y la posibilidad de incluir aquellas que sean necesarias conforme a la 
evolución de la sociedad y los derechos que con el paso del tiempo van reclamando una mayor 
protección y categorización, pues ante los nuevos derechos que nos ofrece una sociedad 
“globalizada” corresponde a los jueces constitucionales su conocimiento, y a las leyes su 
regulación. 
Respecto a la problemática y afectaciones a la población de la Comuna San José por la 
inadecuada ejecución del Macro proyecto, se recomienda  solicitar a la Empresa de renovación 
urbana de Manizales y el Ministerio de Vivienda hacer lo pertinente para que se suspendan en un 
tiempo razonable   afectaciones a la comunidad ocasionadas por las expropiaciones, reubicaciones 
y suspensión de los servicios básicos que generaron cambios estructurales, sociales y relaciones 
humanas a todos los habitantes del sector; además, es necesaria una reformulación del proyecto 
donde es urgente la realización de estudios técnicos, ambientales y sociales donde participen los 
habitantes de la comuna, con objetivos de fortalecimiento de la infraestructura social, de vivienda, 
puestos de salud y  colegios.     
Conforme a las categorías descritas en los puntos anteriores, a nuestro juicio queda mucho 
por hacer, por estudiar, por investigar; redefinirse no solo el mecanismo de protección de 
derechos colectivos, sino la corporación encargada de revisar los fallos que de estos se deriven. A 
tal punto que se nos hará necesario aprender de las nuevas experiencias y adecuarnos a las nuevas 
realidades con el objetivo de preservar y conservar el trabajo de aquellos que consiguieron llevar 
a un “primer plano” el catálogo de los nuevos derechos; los derechos de primera generación en 
conexión con los de tercera generación. 
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Figura No. 3 Barrio las delicias en la Comuna San José. 
Extraído de: 
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DESD Figura No 6 , 7 Y 8 . Avenida Colón. Antes de la 
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